
  [image: Portada.jpg]


  
    Henry Pease García es doctor en sociología por la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP), profesor del Departamento de Ciencias Sociales desde 1971 y profesor principal desde 1987. Fue elegido cuatro veces congresista (1993-2006) y fue presidente del Congreso de la República (2003-2004). Actualmente es director de la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la PUCP.


    Gonzalo Romero Sommer es bachiller en Historia por la Universidad de Ottawa y magíster en Ciencia Política con mención en Relaciones Internacionales por la PUCP. Actualmente es profesor del Departamento de Ciencias Sociales dictando cursos en el pregrado y en la maestría en Ciencia Política y Gobierno de la misma universidad.


    Patricio Ato del Avellanal Carrera es bachiller en Derecho por la PUCP y asistente de docencia e investigación en las Facultades de Ciencias Sociales y de Derecho, y en la Escuela de Gobierno de la PUCP. 

  


  
    

  


  
    Henry Pease García

    Gonzalo Romero Sommer


    LA POLÍTICA EN EL PERÚ

    DEL SIGLO XX


    Con la colaboración

    de Patricio Ato del Avellanal Carrera


    .


    
      [image: ]

    

  


  
    

  


  
    La política en el Perú del siglo XX
Henry Pease García y Gonzalo Romero Sommer


    © Henry Pease García y Gonzalo Romero Sommer, 2013


    © Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2014

    Av. Universitaria 1801, Lima 32, Perú

    Teléfono: (51 1) 626-2650

    Fax: (51 1) 626-2913

    feditor@pucp.edu.pe
www.fondoeditorial.pucp.edu.pe


    Diseño, diagramación, corrección de estilo

    y cuidado de la edición: Fondo Editorial PUCP


    Prohibida la reproducción de este libro por cualquier medio, total o parcialmente, sin permiso expreso de los editores.


    ISBN: 978-612-4146-90-9

  


  
    

  


  
    Introducción


    El principal propósito de este libro es servir como material de enseñanza para los estudiantes de Ciencia Política, en la medida que el estudio de nuestra historia gubernamental es indispensable para analizar el presente y el futuro de instituciones y procesos, así como para la formulación de políticas públicas. Inicialmente lo redactamos con el fin de sustentar el curso «Historia política del Perú en el siglo XX» de la maestría en Ciencia Política y Gobierno. Asimismo, usamos sus borradores en el curso «Estado y Política en el Perú» de la licenciatura de esta misma especialidad. Es así que, dado los fines didácticos del libro, cada parte presenta una bibliografía que utilizaremos para encargar los trabajos que permitirán a los alumnos profundizar en un tema, momento o periodo determinado. Sobre este último punto es necesario aclarar que en los últimos capítulos recurrimos, sobre todo, a documentos y testimonios de diverso tipo, pues los registros cambian y evolucionan en cada época. Por otro lado, de manera similar a las fuentes, la historia se rehace en el tiempo y la distancia; no obstante, ello no significa que los actores de hoy no necesiten contar con versiones de síntesis del siglo anterior, por lo menos.


    Pero no hemos pensamos solamente en nuestros cursos. En otras especialidades como Derecho y Comunicación, Sociología, Economía o Antropología se necesita de este trabajo y los actores políticos pueden encontrar también elementos para su labor en él. De hecho, tanto los actores sociales como los primeros necesitan de una reflexión continua sobre la manera de hacer gobierno en el Perú; por ello, los especialistas en ciencia política haríamos bien en generar un área de estudios referida al caso peruano, la cual obviamente serviría a la política comparada y nos haría profundizar en nuestra historia y cultura políticas.


    Ahora bien, uno de los ejes fundamentales de la política es lo que se suele llamar la lucha política, la cual incluye la confrontación y la cooperación entre actores que son grupos y líderes. Por tanto, es necesario describir y analizar este enfrentamiento en cada periodo, priorizando el análisis de las instituciones centrales del Estado: el sistema electoral y los órganos electorales; el sistema de partidos y el de gobierno.


    En consecuencia, examinaremos el Estado peruano organizando el libro en cuatro partes que corresponden a su evolución, así como a la de la sociedad que le da origen. El Estado oligárquico (primera parte) incluye los gobiernos comprendidos en la llamada República Aristocrática (1895-1919), así como los de Leguía (1919-1930), Sánchez Cerro (1930-1933), Benavides (1933-1939) y el primero de Prado (1939-1945). Posteriormente, la alianza oligárquico-militar define el gobierno de Sánchez Cerro y los que le siguen, excluyendo de la política legal al Partido Aprista. Luego, José Luis Bustamante y Rivero (1945-1948), aliado con el APRA, gobernará tres años en un paréntesis democrático que desarrollará una continua crisis que enfrentará a estos aliados y terminará con la restauración de la alianza oligárquico-militar en el Ochenio de Odría (1948-1956)1.


    La crisis del Estado oligárquico (segunda parte) incluye nuevas contradicciones y nuevas fuerzas sociales que se expresan en un país cada vez más urbano, donde la ciudad dinamiza la actividad política al tiempo que se descompone el orden rural tradicional y aparecen la lucha por la tierra y los movimientos guerrilleros. Un hecho político lo diferencia del pasado inmediato: desde 1956 el principal partido antioligárquico, el APRA, se convierte en aliado de la oligarquía, queda plenamente incluido y esta alianza se mantiene hasta 1968.


    En tercer lugar, el Estado intervencionista (tercera parte) nace con los gobiernos militares de Velasco (1968-1975) y Morales Bermúdez (1975-1980), y continúa con el segundo de Belaunde (1980-1985) y el primero de García (1985-1990). Si bien hubo cambios en el régimen político y algunas medidas, se mantuvieron varios rasgos comunes que se explicarán en esta parte.


    Finalmente, el Estado neoliberal (cuarta parte) nace con Fujimori y esta fase mafiosa incluye sus tres gobiernos (1990-2000). No obstante, si bien es cierto que el Estado neoliberal continuó tras la transición democrática de los gobiernos de Paniagua y Toledo, no ocurrió lo mismo con el político, pues este cambió drásticamente cuando desapareció la autocracia.


    De otra parte, en relación con la organización del libro, cada una de las cuatro partes cuenta con una introducción en la que explicamos la evolución del Estado, con capítulos en los que analizamos los gobiernos y, al finalizar cada una de ellas, con una bibliografía que guía el estudio de cada etapa. Luego, la sección titulada A manera de conclusión incluye un capítulo que sintetiza la lucha política en el siglo XX y sus rasgos principales, así como los ya mencionados temas institucionales, con un conjunto de cuadros que sirven para construir una línea de tiempo de las principales normas constitucionales que los definen y una breve bibliografía. Al finalizar el libro, se recogen todas las fuentes en una bibliografía general.


    Para terminar, creemos necesario resaltar un detalle: si bien nuestra República nace en 1821, este libro solamente abordará, como lo indica el título, la historia política del siglo XX. No obstante, somos conscientes de que muchos de los rasgos del Estado oligárquico se originan en dicha centuria; más aún, la República Aristocrática, tema del primer capítulo, comienza a finales de dicho siglo. Hay, por ende, continuidades y rupturas que deben estudiarse. Por ello, remitimos al lector a dos textos que nos parecen sustanciales para enlazar nuestro tema con la política del centenario anterior, sin negar la importancia de cada uno de los puestos en la bibliografía: Homo politicus: Manuel Pardo, la política peruana y sus dilemas, 1871-1878, de Carmen Mc Evoy, y En el nudo del imperio: independencia y democracia en el Perú, editado por Mc Evoy, Mauricio Novoa y Elías Palti. A ellos hay que sumar los ya clásicos libros de Jorge Basadre. Todos están incluidos en la bibliografía de la primera parte como cuestión previa.


    Por último, queremos expresar nuestro agradecimiento a Patricio Ato del Avellanal, quien nos asistió sobre todo en la elaboración y selección de los cuadros del capítulo final, y a María Cangalaya, por su apoyo administrativo.


    Henry Pease García


    Gonzalo Romero Sommer
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        1 En los casos de Sánchez Cerro y Odría la fecha se ha considerado a partir de los golpes de estado. Por tanto, el primero abarca la Junta de Samanez Ocampo y, el segundo, el gobierno transitorio de Noriega.

      

    

  


  
    


    Primera parte:

    El Estado oligárquico

  


  
    


    Introducción


    El siglo XX empieza en los años de la República Aristocrática, nombre con el cual Basadre caracterizó a los gobiernos en el periodo que comienza en 1895 y termina en 1919, con la segunda elección de Augusto B. Leguía como presidente. A diferencia de las décadas anteriores y posteriores, estos fueron gobiernos constitucionales en los cuales hubo elecciones, pero se mantuvo intacto el predominio limeño y el poder de los terratenientes.


    Desde los primeros años de la República peruana hay grandes continuidades en el orden social y el Estado precedente. No debe olvidarse que Lima fue el centro administrativo de la Colonia y que conservó mucho de su boato y costumbres. En la topografía social peruana, al concluir la Independencia, Basadre expone las supervivencias coloniales y precoloniales:


    Al iniciarse la República supervivieron por eso, en primer lugar, las bases generales de la vida social. Continuó la división en castas; si bien algunos españoles se retiraron, sus hijos peruanos fueron, junto con los vástagos de la nobleza netamente criolla, los elementos más importantes de la vida de los salones; el régimen de familia continuó sin alteración; los «indios» siguieron siendo «el barro vil con que se hace el edificio social»; los negros continuaron como gente anexa a las viejas casonas y a las grandes haciendas costeñas. El clero conservó su rol de dueño de la vida espiritual de las clases acomodadas como de las clases populares, premunido además de privilegios y fueros […]


    Los organismos públicos fueron modificados: ya no el virrey sino el presidente, ya no las Audiencias sino la Corte Suprema, ya no los cabildos sino las municipalidades (salvo en las constituyentes de 1834 y 1839). No eran idénticos en sus atribuciones los funcionarios mencionados, pero eran análogos. Lo que sí quedó con ese carácter idéntico fue la superioridad jerárquica de Lima, la predominante importancia de la costa (1978, p. 21).


    El caudillismo militar dominó la escena política, mientras se reacomodaban los terratenientes en el poder local poscolonial. El primer presidente civil, Manuel Pardo, fue elegido en la década de 1870, cincuenta años después de la Independencia, cifra que hay que recordar al igual que otro hecho: durante sus veinte primeros años, el Perú independiente no encontraba un producto de exportación interesante para el mercado occidental. Desde entonces, el progreso se buscaba exportando materias primas, lo que luego se llamaría desarrollo hacia fuera. Con el guano, propiedad del Estado porque estaba en las islas y no en las haciendas, se quiso llenar este vacío. El raquítico Estado recibió grandes cantidades de dinero de los consignatarios. La apropiación privada de las ganancias pasó por la llamada consolidación de la deuda interna, sinónimo, para muchos, de la corrupción y del prebendalismo que ha caracterizado, junto al caudillismo, a la política peruana.


    Aquí no hubo, como en el cono sur, una transformación general del terrateniente en capitalista. Algunos lo hicieron y se vincularon al comercio internacional del azúcar y el algodón, pero a principios del siglo XX ya habían tenido que recurrir al capital extranjero tras la debacle de la Guerra del Pacífico. El desarrollo capitalista fue impulsado por dinero extranjero en la minería y en el petróleo, así como también en los servicios públicos y, luego, en obras públicas. Por cierto, en la agricultura de exportación, su asociación con los terratenientes modernizados facilitó a estos convertirse en el núcleo capaz de conducir a los terratenientes tradicionales y a la burguesía comercial y financiera que se dinamizó en Lima con el negocio del guano en el siglo pasado (Cotler, 1978)2.


    República sin ciudadanos


    De cuatro millones de peruanos menos de 200 000 podían ser electores en el apogeo de la República Aristocrática. Por tanto, no podemos hablar de ciudadanía sobre la base de relaciones sociales semiserviles en un orden precapitalista. Y ese era, precisamente, el Perú mayoritario3.


    El viejo orden


    Así, el Estado oligárquico fue una forma de Estado vigente en el tránsito largo hacia el desarrollo capitalista. Gran parte del país estaba sometido a relaciones precapitalistas, siendo los terratenientes tradicionales, gamonales en buena parte del territorio, los que concentraban el poder político local. Estos no producían para la exportación y, por tanto, no tenían que competir —modernizándose para ganar—; les era más fácil someter a los que tenían cerca, sobreexplotar, sacar frutos del dominio político antes que aceptar reglas de mercado. Incluso aquellos que se modernizaron combinaron las relaciones laborales capitalistas en las haciendas del norte con el sistema de enganche, rezago de viejas prácticas precapitalistas, cuya supervivencia se prolongó como otras en distintas partes. En la sierra central, campesinos y mineros de la empresa estadounidense Cerro de Pasco Copper Corporation trabajaban en una alternancia que abarataba costos y mezclaba lo viejo con lo nuevo.


    La llamada conscripción vial fue otro de los mecanismos arcaicos para sobreexplotar la fuerza de trabajo. El capital extranjero impulsa el desarrollo capitalista, pero se organiza en enclaves que reducen o demoran el impacto multiplicador de la inversión en toda la sociedad.


    Algunos autores califican como Estados semicoloniales a aquellos con enorme y decisiva presencia de capital extranjero que ejerce una fuerte dominación política. Panamá, con bandera extranjera en parte de su territorio, era un ejemplo de eso. Si bien aquí no hubo bandera, la dominación política fue decisiva en Talara, bajo el imperio de la International Petroleum Company, o en la Oroya, bajo imperio de la Cerro de Pasco Cooper Corporation; ambas fueron situaciones que propiciaron las comparaciones.


    Es lento y tortuoso el proceso que va construyendo el mercado interno. Se ha escrito mucho sobre la falta de integración nacional, fácil de constatar en sus dimensiones física y económica. Los terratenientes carecen de una visión nacional, tienden, como la burguesía limeña, al rentismo y al localismo. Los agroexportadores que sí se modernizaron no están interesados en desarrollar el mercado interno, realizan sus ganancias en el exterior y les afecta todo lo que eleve los costos que aquí pagan en soles. Pero la construcción de carreteras y el proceso de urbanización en torno a Lima, y algunas ciudades más, comenzará a cambiar el escenario.


    Así, el poder se agrupará en torno a los terratenientes. En primer lugar, estarán los agroexportadores que se modernizaron, vinculados al capital extranjero; ellos concentrarán mayor poder y dinamismo. En segundo lugar, no obstante, los terratenientes tradicionales serán fundamentales para mantener el orden interno en un Estado débil en aparatos y carente de una policía nacional. Ellos serán los señores, «dueños de vidas y haciendas», como escribirá magistralmente Ciro Alegría en su novela El mundo es ancho y ajeno. Seguidamente, a estos terratenientes se sumará una burguesía comercial y financiera, en el núcleo de poder del Estado oligárquico, que no estará dispuesta a aceptar reglas de mercado y que no creerá en la competencia. Un ejemplo de esa burguesía fue, en la década de 1950, el Banco Popular, el cual prestaba capital a los empresarios pesqueros que conquistaban el mercado mundial, pero, una vez que comprobaba el éxito de una empresa, la ponía contra la pared: o le vendía la mayoría de las acciones o no había más crédito. Lo mismo hizo la empresa de capital estadounidense, Cerro de Pasco, la mayor minera de entonces, con la primera fábrica de alambres de cobre: no le vendió el mineral sino que le entregó la mayoría de las acciones. En consecuencia, las tres partes del bloque oligárquico tenían poder suficiente para acallar voces y excluir al que reclamara. Así pues, la falta de integración nacional, la debilidad del mercado interno y el predominio de clases no nacionales hicieron que muchos se preguntaran si el Perú era verdaderamente un Estado Nación.


    Al respecto, una anécdota de la ocupación de Lima durante la Guerra del Pacífico, cuando el general invasor y el cónsul de Francia visitaban a los heridos, habla por sí sola. El cónsul preguntó al general Lynch: «¿Por qué ganaron?», y este le respondió preguntando a dos soldados peruanos heridos: «¿Por qué fueron a la guerra?». Uno contestó: «Por mi general Iglesias»; el otro, «Por don Nicolás de Piérola». En cambio, el soldado chileno simplemente contestó: «Por Chile, mi general». De este modo, muchos han descrito esta escena como representativa de la ausencia de identidad nacional en el Perú.


    De otra parte, en cuanto a la aplicación de las normas, difícilmente puede pensarse que la ley tenía vigencia nacional. Los señores locales no iban a aplicar, por ejemplo, la ley que establecía la jornada de las ocho horas con la misma simpleza con que los militares no aceptaron que el Partido Aprista fuera legal y participara libremente en las elecciones. La violencia era estructural, se situaba en las mismas relaciones sociales semiserviles en la mayor parte del campo. En suma, el poder oligárquico se ejercía como una dominación exclusiva y excluyente.


    Y, evidentemente, la exclusión legal —que también era otra forma de violencia— actuaba también sobre el sistema electoral: se prescindió del voto de las mujeres y de los analfabetos, y a los declarados fuera de la ley se les excluyó de la política, se les apresó y desterró, por decisión arbitraria del dictador de turno:


    Los terratenientes no eran los únicos que tenían acceso a la mano de obra indígena servil, ni tampoco eran solo los indígenas sometidos al dominio de la hacienda feudal quienes estaban obligados a entregar gratuitamente su fuerza de trabajo. Si bien los terratenientes la usufructuaban en primera instancia, la servidumbre era considerada también como un derecho de las autoridades políticas y eclesiásticas que podían disponer de mano de obra servil, en tanto funcionarios, no solo para el servicio público sino también en beneficio propio. De allí que existiría una permanente disputa en el interior de los bloques de poder locales por la jurisdicción sobre las comunidades campesinas, que enfrentaba a las autoridades municipales y las del gobierno central (prefectos, subprefectos, gobernadores, tenientes gobernadores), por el control de la fuerza de trabajo de los indígenas (Manrique, 1988, pp. 145-146).


    En el censo de 1940 solo el 42% de la población poseía alguna instrucción. El 65% del total era rural y en las elecciones en los años de la República Aristocrática solo tenían derecho a voto poquitísimos peruanos (Ministerio de Hacienda y Comercio, 1944). De modo que:


    El consenso de las clases subalternas no cuenta ni siquiera en sus aspectos formales. Esto significa que el dominio de clase no se organiza en la sociedad a través del sistema hegemónico de los partidos sino que se procesa en el Estado mediante el control de los aparatos de coerción (López, 1989, p. 39).


    Por lo que se trata de un Estado débil en la economía y fuerte en la represión. Sus impuestos los cobra una Caja de Depósitos y Consignaciones, manejada por los banqueros de la oligarquía, a quienes el gobierno tiene que pedir hasta los adelantos. En el Banco Central, preside el directorio un representante del Presidente de la República, pero la mayoría del directorio es controlada por la oligarquía. Esta no siempre se hace visible, pero está en la consulta clave confundiendo sus negocios privados con el interés nacional. En la represión, el gamonal es una figura central debido a la debilidad de los aparatos estatales, centrados principalmente en Lima.


    Por su parte, la sociedad civil es débil y el tejido social no es denso; no hay partidos políticos fuertes. Únicamente destacaron el Partido Civil, fundado por el presidente Pardo en la década de 1870, y el Partido Demócrata de Nicolás de Piérola. Ambos fueron minados por el caudillismo —en el que los hijos sucedieron a los padres— y por la dictadura de Leguía. Tras ellos, el Partido Aprista fue el primer partido de masas y se forjó a lo largo de una exclusión de más de treinta años. Posteriormente, dicho partido entró en la legalidad, previo pacto con aquella oligarquía que años atrás, en la década de 1930, Haya de la Torre había denunciado e incluso personalizado en los «barones del azúcar» como el orden que combatía. Paradójicamente, en los años sesenta, lucharían juntos contra el reformismo de Belaunde.


    A la vez, la sociedad civil era débil, salvo las llamadas Fuerzas Vivas, los gremios de terratenientes, los mineros y otras agrupaciones de propietarios. Se alternaba, pues, entre la dictadura y la dictablanda, como sostuvo Bourricaud (1989)4. La represión era cuestión de grados, pero el orden era vertical. Tras la primera crisis, el orden oligárquico se cerró como un puño e impidió la democratización; sin embargo, la sociedad comenzó a cambiar hasta hacer imposible el dominio oligárquico, convertido en forma retrasada de dominación.


    La alianza oligárquico-militar


    Tras la caída de Leguía, en 1930, se aprecia la primera crisis del Estado oligárquico. Esta fue resuelta por la llamada alianza oligárquico-militar. Dicha coalición se formó no para enfrentar al tirano derrocado, que murió preso en el Hospital Naval, sino para excluir a las nuevas fuerzas sociales que aparecieron con vigor desde la década de 1920: el Partido Aprista en la escena política, la universidad y el movimiento sindical, así como el socialismo de José Carlos Mariátegui, que se convirtió en Partido Comunista tras la muerte de su líder y centró su actuación en el movimiento obrero. Estos partidos representaban lo nuevo y fueron excluidos junto a todos los que en su momento se les parecían. Se llamaba filoaprista o procomunista a todo el que pensara o actuara contra los intereses oligárquicos; este era el primer paso para discriminarlo, luego deportarlo o encerrarlo. Desde 1930 hasta 1956, con la excepción de los tres años del gobierno de José Luis Bustamante y Rivero la crisis se enfrentó con una oligarquía unida a los militares y la represión fue intermitente (Guerra-García, 1983)5.
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        2 Clases, Estado y nación en el Perú es un libro clave para comprender las características del Estado oligárquico, muy influido por la herencia colonial, y para ver cómo y hasta dónde el gobierno peruano estuvo penetrado por el capital extranjero.

      


      
        3 López (1997) analiza las precarias condiciones de ciudadanía en el Perú. Este hecho estaba mucho más extendido a principios del siglo XX.

      


      
        4 Obra necesaria para entender la sociedad, la política y el Estado de la época.

      


      
        5 Véase la primera parte del libro que trata sobre el Estado oligárquico (pp. 24-80).

      

    

  


  
    


    La República Aristocrática

    (1895-1919)


    Cuando Basadre acuñó la frase «República Aristocrática» estaba usando cierto grado de licencia poética. De hecho, no existía una clase aristocrática en el Perú, por lo menos no oficialmente desde tiempos coloniales. Es, por tanto, más adecuado hablar de una oligarquía. Una estructura de poder oligárquico existe cuando una élite gobierna de manera efectiva al resto de los sectores de la sociedad. Esta oligarquía, en su mayoría de descendencia europea, gobernaba a una masa indígena que no tenía derechos políticos y vivía, mayormente, en la pobreza.


    Las oligarquías pueden ser heterogéneas u homogéneas de acuerdo con el desarrollo histórico del país, y en el caso peruano, dicha clase se asemeja más a la primera categoría. En el Perú encontramos una oligarquía compuesta por terratenientes semifeudales en la sierra, burgueses agroexportadores en la costa norte, financistas y comerciantes en la capital, entre otros. Aunque todos los oligarcas eran acaudalados, el dinero no era el único requisito indispensable para ser aceptado como tal:


    Aunque los orígenes de las familias oligárquicas, en la mayoría de los casos, se remontaban apenas a la época del guano, le pertenencia a la clase se definía además por el apellido, lazos de parentesco, cierto estilo de vida; en otras palabras, a lo que sería criterios estrictos de «clase», se añadían otros de tipo «estamental», como rezago y herencia de la colonia (Burga & Flores Galindo, 1981, p. 88).


    Durante las últimas décadas, la interpretación más aceptada del periodo fue que esta oligarquía, para poder ejercer el poder político que derivaba de su poder económico, se organizó en partidos que tomaron exitosamente el control del aparato estatal, el cual fue usado para mantener su posición dominante en la sociedad. Sin embargo, debido a que el alcance del Estado era limitado, el gobierno central debió formar alianzas con los gamonales, quienes a cambio de su apoyo político tuvieron considerable autonomía para gobernar sus dominios.


    Esta interpretación, aunque útil, no llega a explicar apropiadamente la naturaleza del periodo o de las estructuras políticas existentes en ese entonces. El Estado usado por las clases dominantes para mantener su dominio sobre el resto de la sociedad era diferente de los Estados contemporáneos europeos, los cuales disfrutaban de un firme monopolio de la violencia, una extensa maquinaria burocrática y un sistema legal aplicado a escala nacional. Si hablamos del Estado moderno en esos términos, hablar de uno en el Perú a fines del siglo XIX sería un error. En esta etapa la violencia privada era usada extensamente por toda la República y la burocracia llegaba a muy pocas zonas del país. Por tanto, no podía haber Estado de Derecho, pues este necesita del monopolio de la violencia y la burocracia para poder concretarse. Podemos, sí, hablar cautelosamente de una oligarquía que controlaba un Estado débil, basada en una serie de alianzas, y que operaba a través de la limitada violencia disponible, pero que cuando esta resultaba ser insuficiente, entraba en negociaciones con los diferentes sectores.


    En las últimas décadas, esta interpretación ha sido ampliamente cuestionada por varios académicos. Sin negar necesariamente la existencia de una oligarquía, algunos han puesto en duda qué tan monolítica era esta, tanto en términos políticos como económicos. Ciertamente en el plano político, la naturaleza de la relación entre el Partido Civil y el Partido Demócrata, que representaban al orden oligárquico, hace que estas dudas adquieran validez. Con la intención de excluir al Ejército de la política, ambos partidos llegaron a un acuerdo que culminó con la llegada de Nicolás de Piérola al poder en 1895. Este consenso fue breve y duró menos de una década. Para 1903 había una fuerte competencia entre ambos partidos y en su interior. Por ello, la cooperación política de la oligarquía resultó siendo difícil durante este periodo.


    Las contradicciones entre los intereses económicos oligárquicos también permiten enfatizar la naturaleza heterogénea de la oligarquía, pues dichas diferencias resultaron en tensiones políticas. Esta coyuntura se volvió más aguda por el hecho de que la oligarquía era altamente dependiente de los gamonales al interior del país y los intereses económicos de estos no siempre eran compatibles con los intereses costeños, pues en las provincias estaban liderados por la burguesía agroexportadora. Por tanto, existía una oligarquía, pero estas tensiones internas no le permitieron ejercer un poder político fuerte en todas partes.


    Ahora bien, recientemente la oligarquía ha sido vista desde perspectivas más generosas. Nuevos historiadores argumentan que esta tenía pocos rasgos aristocráticos y tienden, incluso, a acentuar que actuaba más como una burguesía dinámica. La expansión del comercio urbano, el crecimiento del sector financiero y los inicios de una limitada industrialización son factores que permiten ver a la oligarquía desde un matiz diferente. Sin embargo, estos aspectos no deben ser exagerados. Todos estos desarrollos efectivamente sucedieron y acarrearon consecuencias importantes, pero no cambiaron la naturaleza de la economía peruana o de la oligarquía6.


    Todas estas interpretaciones, aunque lejos de ser perfectas, nos permiten comprender el periodo. Había pues una oligarquía, pero esta era heterogénea y con considerables divisiones internas de corte político y económico que gradualmente la fueron debilitando. Por otro lado, y a pesar del atraso económico, tenía ciertos elementos modernizadores que la hacían más diversa aún. Todo esto debe ser considerado para entender la naturaleza compleja de la República Aristocrática.


    1.1. Filosofía política de la oligarquía


    La oligarquía se consideraba la mejor alternativa disponible para gobernar al Perú. La otra opción era el Ejército que, según la oligarquía, había sido responsable de los males que habían plagado al país durante el siglo anterior. En consecuencia, con la finalidad de dejar atrás los gobiernos arbitrarios de varios generales, los partidos políticos que representaban a la élite buscaban gobernar la República de acuerdo con los principios económicos del liberalismo clásico. La oligarquía argumentaba que si sus acciones no siempre demostraron una estricta adhesión a dicha ideología, esto se debía a que el liberalismo, como era aplicado en Europa, no funcionaría en el Perú debido a su distinto desarrollo histórico.


    En términos políticos, algunos aspectos del liberalismo clásico son fáciles de discernir durante este periodo. El más notable sería la existencia del sufragio limitado. La Ley Electoral de 1896 estipulaba que solo los hombres de 21 años de edad (o aquellos que no habían cumplido dicha edad pero que habían contraído matrimonio) y que sabían leer y escribir podían ejercer el derecho al voto. Asimismo, normas anteriores también incluían requisitos de propiedad. Estas efectivamente excluían a las masas indígenas del proceso electoral, una población que previamente había disfrutado participación en dicho ámbito, pues «en toda la anterior historia del sufragio en el Perú, los analfabetos habían votado nominalmente» (Basadre, 1980, p. 52). La oligarquía argumentaba, sin embargo, que «no está en el interés de la nación de que muchos participen en las elecciones, sino que aquellos que participen lo hagan bien» (Klarén, 2004, p. 258).


    
      
        Tabla 1. Votantes registrados por año electoral


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Año electoral

              

              	
                Número total de votantes

              
            

          

          
            
              	
                1895

              

              	
                4310

              
            


            
              	
                1899

              

              	
                108 597

              
            


            
              	
                1903

              

              	
                143 142

              
            


            
              	
                1904

              

              	
                146 990

              
            


            
              	
                1908

              

              	
                184 386

              
            


            
              	
                1912

              

              	
                144 712

              
            


            
              	
                Aunque no hay cifras oficiales sobre el periodo, se estima que la población del Perú durante la República Aristocrática estaba entre los 4 y 5 millones de habitantes.


                Fuente: Cifras tomadas de Tuesta (2001).

              
            

          
        

      

    


    La oligarquía no se oponía a ampliar la franquicia salvo que esta variación estuviese acompañada por un avance educativo. Esta idea ya había sido planteada por ciertos sectores del Partido Civil con considerable entusiasmo desde el siglo XIX. Pero a pesar de este deseo de cambio gradual, esta tarea parecía interminable, pues la falta de infraestructura hacía difícil llevar la educación al interior del país, la Iglesia católica se oponía a la secularización de la educación y la financiación de programas educativos no tuvo el apoyo de muchos gobiernos (2004, p. 228).


    Si este esfuerzo parecía fútil, lo fue en gran parte porque sectores significativos de la oligarquía no parecían creer que la mayoría de la población pudiera desarrollar un grado considerable de capacidad intelectual. Había un sentimiento compartido de que las masas indígenas jamás llegarían a ser seres «racionales» debido a su inherente inferioridad y que, por tanto, cualquier esfuerzo educativo terminaría siendo inútil.


    Esta visión era en parte influenciada por el pensamiento positivista europeo de aquel entonces. En el caso del Perú, el positivismo tuvo un fuerte componente social darwiniano, el cual argumentaba que las masas indígenas eran «razas inferiores» y que si el Perú deseaba ser una nación próspera debía atraer a una significativa cantidad de migrantes europeos. Para algunos este pensamiento positivista, debido a su naturaleza seudocientífica, demostraba la sofisticación intelectual de la élite; para otros, manifestaba el distanciamiento de su propio entorno. Al aplicar políticas migratorias que buscaban «europeizar» la nación, demostraron de manera efectiva que para ellos el problema no era su distanciamiento, sino más bien su entorno.


    El intelectual más representativo y el que mejor pudo articular la filosofía política de la oligarquía fue Francisco García Calderón (1883-1953). Nacido cuando su padre se encontraba en Chile como prisionero de guerra, retornó al Perú en 1886, y tras finalizar sus estudios escolares ingresó a la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, donde sería parte de la Generación del 9007. La corriente positivista ya tenía conocidos adherentes en dicha casa de estudios y el joven García Calderón fue rápidamente influenciado por este pensamiento, preponderancia que sería profundizada tras pasar la mayor parte de su vida en Francia y regresar al Perú a los 54 años.


    García Calderón creía que el camino del Perú hacia la democracia sería arduo. En este largo proceso era necesario que una clase política ilustrada guiara al país e, incluso, cuando dicho objetivo fuera cumplido, el Perú jamás «debería intentar alejarse en su totalidad de un gobierno tradicional por una élite ilustrada, una élite que debe estar constantemente atenta de sus obligaciones de cuidar de manera paternalista a las masas» (Pike, 1967, pp. 206-207).


    Esto era especialmente importante porque, siguiendo a este pensador, las masas indígenas del Perú no estaban preparadas para gobernarse a sí mismas. Para esta tarea ellos deberían ser «transformados». Como han señalado muchos estudiosos de la materia, García Calderón veía a las masas indígenas como «materia prima», y solo cuando esta fuera procesada podía ser asimilada a la nación. En ese sentido, las políticas, o la falta de políticas, que habían sido puestas en práctica por el gobierno peruano, no habían servido a este propósito. Por tanto, «su condena sobre la situación de los indios no es la indignación moral, sino su deseo de curar la enfermedad que ellos ocasionan en el cuerpo político peruano» (Sanders, 1997, p. 274). Para que el indio se transformase en un peruano de verdad, la élite era quien debía llevar a cabo dicho cambio.


    A pesar de momentos de aparente entusiasmo, García Calderón tenía serias dudas sobre si esto era realizable, debido al gran número de indígenas en el Perú. Para que el país no cayera en el barbarismo, la inmigración selectiva era necesaria con el fin de mejorar las cualidades de los habitantes nacionales. En este sentido, compartía el punto de vista de la mayoría de sus contemporáneos (1997, p. 275).


    Sin embargo, no todo el pensamiento de la era justificaba los principios del gobierno oligárquico. Manuel González Prada (1848-1918) ciertamente buscaba destruirlo a través de sus escritos. Nacido en una familia aristocrática que había visto mejores tiempos, y tras haber estudiado temporalmente en el Seminario de Santo Toribio, su filosofía desafiaba cualquier descripción simple. A diferencia de García Calderón, quien mantuvo un eje positivista durante toda su vida, González Prada comenzó siendo un reformista, luego un socialista, un indigenista y, por último, un anarquista —si no lo fue todo a la vez—.


    Para él todos los males del Perú comenzaron con la Conquista, pues el «invasor español» no había logrado llevar a cabo nada positivo en 300 años de ocupación. Su pensamiento se volvió más radical en 1898, tras su regresó de Europa, donde había sido expuesto a la filosofía anarquista. Este hecho hizo que su discurso tomara un matiz más anticapitalista, pero su pensamiento nunca se desprendió de las realidades peruanas, ya sea al atacar la influencia de la Iglesia católica en el Perú o al criticar a la oligarquía, la cual a través de sus lazos familiares tenía al país en sus manos.


    Un último punto que vale la pena tocar sobre el pensamiento de González Prada es su visión del indígena peruano. Si los positivistas consideraban que los europeos podían salvar al Perú de la ignorancia indígena, este autor asumía que solo el indígena salvaría al Perú de la brutalidad del hombre blanco, y para esto era necesario no que sea educado por la élite, pero sí que se valga por sus propios esfuerzos:


    Al indio no se le predique humildad y resignación, sino orgullo y rebeldía. ¿Qué ha ganado con trescientos o cuatrocientos años de conformidad y paciencia? Mientras menos autoridades sufran, de mayores daños se liberta. Hay un hecho revelador: reina mayor bienestar en las comarcas más distantes de las grandes haciendas, se disfruta de más orden y tranquilidad en los pueblos menos frecuentados por las autoridades.


    En resumen: el indio se redimirá merced a su esfuerzo propio, no por la humanización de sus opresores. Todo blanco es, más o menos, un Pizarro, un Valverde o un Areche (Sobrevilla, 2008, p. 201).


    1.2. Aspectos económicos


    El poder político de la oligarquía derivaba de su dominio económico, el cual a su vez se basaba en el control de los recursos naturales de la nación. Pero la principal característica de esta supremacía económica era el control de la tierra, el cual le dio a la República Aristocrática un aire feudal. Como ya se mencionó, la oligarquía estaba lejos de ser homogénea y este hecho era cierto en cuanto a su composición económica. El sector más dinámico de la economía se encontraba en la costa norte del país, donde se ubicaban las grandes plantaciones de azúcar y algodón. Los dueños de estas propiedades habían desarrollado una mentalidad capitalista orientada a la exportación —las principales remesas peruanas eran en efecto el algodón y el azúcar, aunque luego fueron desplazadas en magnitud por la minería a manos extranjeras— y habían diversificado sus intereses económicos considerablemente hasta el punto de reinvertir sus ganancias en el sector financiero y de manufactura. Estos capitalistas eran lo más cercano a una burguesía a fines del siglo XIX en el Perú (Thorp & Bertram, 1988, p. 53).


    La situación era diferente en el resto del país, donde la naturaleza del gamonal era compleja y cambiaba de acuerdo con su localización geográfica. Por ejemplo, al sur del país, muchos gamonales, que estaban activos en la industria lanera y que buscaban exportar sus productos, habían formado viejas alianzas con intereses económicos británicos. Sin embargo, el típico gamonal solía vivir bajo relaciones sociales precapitalistas y explotaba sus tierras a través de prácticas semifeudales. Ambos propietarios intercambiaban su apoyo político por tener autonomía respecto al gobierno central.


    De este modo, las políticas económicas de la oligarquía reflejaban sus intereses económicos. La burguesía agroexportadora fue el sector más dinámico y con capacidad de conducir a los demás actores de la oligarquía en el siglo XX. Consideraba que mantener y profundizar el modelo primario exportador era un objetivo que no solo los beneficiaría a ellos, sino también al resto de la nación, debido a la amplia demanda europea y de los Estados Unidos por las materias primas. Es más, a causa de dicho pensamiento, algunos han afirmado que la oligarquía nunca tuvo una verdadera motivación para incentivar el desarrollo del país más allá de este modelo e, incluso, que ella mantuvo deliberadamente a la nación en el subdesarrollo.


    Aquellos que han hecho estas críticas insisten en que, debido al crecimiento económico sin precedentes por el que atravesaba el país, la oligarquía debió usar los recursos monetarios disponibles para asegurar que la nación pasara por un proceso de industrialización que en el largo plazo beneficiaría al país. No obstante, manifiestan que esta oportunidad fue perdida y el Perú continúo su larga tradición de exportar materias primas e importar las manufacturas requeridas por el mundo desarrollado.


    Si la oligarquía intentó mantener deliberadamente o no al país en una situación de subdesarrollo es algo imposible de determinar. Pero una probable causa que explicaría las actitudes de la élite puede encontrarse en la filosofía económica de la época. Aunque la oligarquía no se abstuvo por completo de intervenir en el desarrollo económico del país, dadas las dificultades para construir un gran mercado interno en una nación poco articulada y comunicada, buscaba explotar sus aparentes ventajas comparativas en términos smithianos, las cuales eran sus recursos naturales. Por tanto, el mercado internacional básicamente determinaría las fortalezas y debilidades económicas del Perú. Pero si este modelo era el acertado o no para el país es materia de un debate que continúa siendo relevante en el Perú de hoy (Klarén, 2004, pp. 270-271).


    La política económica de los gobiernos civilistas tiene tres rasgos característicos: a) es liberal en tanto ausentista. Los problemas que viven las grandes mayorías les son ajenos y las pocas obras son hechas, sobre todo, en la ciudad; b) es prudente en el gasto y busca el equilibrio presupuestal, y c) el 95% de los ingresos del fisco son impuestos indirectos, es decir, los que más tienen no pagan más.


    Se debe resaltar que esta visión de una oligarquía económicamente primitiva ha sido criticada como demasiado simplista, especialmente por aquellos académicos que han concentrado su análisis en los actores económicos que durante este periodo aceptaron la modernización y el mayor uso de la tecnología. Dichos agentes tenían inversiones en el sector financiero, buscaban oportunidades en un creciente comercio urbano e incluso promovieron una limitada industrialización. Cabe resaltar, sin embargo, que incluso estos miembros de la oligarquía seguían usando métodos precapitalistas como el enganche 8.


    El sector financiero se limitaba a la capital y no siempre estaba bajo el control de los actores nacionales. Por otro lado, debido a que la mayor parte del Perú era rural, el comercio urbano tuvo un importante pero limitado impacto. La industrialización resultó ser algo más complejo, pues fue esporádica y principalmente usada para acelerar los procesos de extracción de materias primas. El ejemplo clásico son las plantaciones agroindustriales de la costa norte, las cuales, a pesar de industrializarse, no dejaron de ser haciendas. Nunca estuvieron basadas en una industria de consumo y mucho menos en una industria pesada. Por ende, a pesar de la importancia de estos procesos y las consecuencias políticas que ocasionaron, la estructura económica peruana no se vio transformada por ellos.


    Un último punto debe ser agregado a esta sección, aquel concerniente al capital extranjero y a la alianza que la oligarquía formó con este. La importancia del capital extranjero no es una novedad en la historia peruana, pero el rol que este empezó a jugar en la economía sufrió considerables cambios durante este periodo. En etapas anteriores, potencias extranjeras canalizaban su influencia en la economía peruana a través del control comercial. A fines del siglo XIX, el comercio seguía siendo importante, pero había un claro crecimiento de la inversión directa del capital extranjero en sectores como el agrícola y el minero (2004, pp. 259-266). La apertura del Canal de Panamá en 1914 aceleró esta tendencia.


    El origen del capital extranjero también estaba cambiando. Las antiguas potencias europeas, principalmente Francia y Gran Bretaña, que por tantos años habían jugado un rol importante en la economía peruana, estaban siendo eclipsadas rápidamente por los emergentes Estados Unidos de América. El «coloso del norte» estaba atravesando por un gran periodo de prosperidad económica debido a la Segunda Revolución Industrial y el Perú era portador de las materias primas que dicha transformación requería. La inversión estadounidense en el sector minero fue de particular importancia y la eventual creación de la Cerro de Pasco Copper Corporation, en 1901, su ejemplo más representativo. Los estadounidenses también llegaron a controlar los depósitos petroleros al norte del país, los cuales habían sido originalmente manejados por el capital británico al establecer la Pacific Petroleum Corporation en 1889. Luego serían comprados por la Standard Oil de Nueva Jersey.


    Incluso varias compañías nacionales, en su mayoría propiedad de la burguesía agroexportadora, se encontraban dominadas por migrantes norteamericanos y europeos que habían llegado al Perú y que mantenían fuertes vínculos con sus países de origen. Entre ellas encontramos la W. R. Grace and Company y la Compañía Gildemeister. Muchos hacendados llegaron a vender la mayoría de sus acciones a intereses extranjeros, especialmente tras la Guerra del Pacífico.


    Las consecuencias económicas y políticas de esta tendencia no deben ser subestimadas. Debido a que la mayor parte de la economía peruana se encontraba bajo dominio extranjero, muchas de las ganancias no eran reinvertidas en la economía local, sino repatriadas. También significó una considerable pérdida en términos de soberanía, pues muchas firmas extranjeras asumían sus dominios como propiedad privada fuera del alcance del Estado peruano. La oligarquía quizá tenía un control sobre las plantaciones azucareras y algodoneras, pero el resto de la economía, como el petróleo y las minas, ya no estaba bajo su poder.


    1.3. Las clases medias


    La verdadera aparición de las clases medias recién ocurre tras el auge del guano, pues las condiciones necesarias para su aparición no estaban presentes en los caóticos años posindependencia. Debido al crecimiento económico a mediados del siglo XIX, en Lima y en algunas otras ciudades se empieza a requerir un mayor número de abogados y contadores u otras ocupaciones que caerían en el rubro de las llamadas profesiones liberales. El auge guanero también permitió una expansión burocrática por parte del Estado, la cual posibilitó que algunos peruanos lograran ascender socialmente. Estas tendencias se aceleraron durante la República Aristocrática, pues el crecimiento económico y la estabilidad política mantuvieron en existencia las condiciones necesarias para que la clase media siga expandiéndose.


    Un aspecto importante de la clase media fue la necesidad de obtener la educación superior necesaria para ejercer estos nuevos oficios. Tanto en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos como en otras universidades (en Arequipa, Cusco y Trujillo), la matrícula se incrementaba cada año. Esto llevó a que estos centros de estudios vivieran serios conflictos, pues muchos de los nuevos estudiantes exigían las reformas, con lo cual demostraban su descontento primero contra Leguía en 1911 y, tras formar la Federación de Estudiantes del Perú en 1917, contra José Pardo. Eventualmente serían inspirados por la reforma universitaria iniciada en la ciudad argentina de Córdoba en 1918. Una mayor autonomía, democratización y modernización en las universidades eran las principales demandas de los estudiantes. La aparición de movimientos estudiantiles en universidades como San Marcos permitiría, más adelante, a figuras de la izquierda peruana, como Víctor Raúl Haya de la Torre, ejercer papeles de liderazgo. Esto los prepararía para desplegar dicho liderazgo a una escala mucho más amplia en el futuro.


    1.4. Clase obrera y campesinado


    La diversificación de la economía peruana durante este periodo produjo profundos cambios en la estructura social de la nación, así como nuevas clases sociales que desafiaban el orden existente. Esto es particularmente cierto en el caso de la industrialización, pues a pesar de su limitado alcance, logró crear una clase proletaria dinámica y radicalizada. Esta clase, aunque pequeña, aceptaría con entusiasmo las ideologías de izquierda, cuyos propósitos eran mejorar sus condiciones económicas y sociales.


    El proletariado peruano y el movimiento obrero, al cual originó el primero, fueron una verdadera novedad en la historia peruana. Trabajadores urbanos habían existido desde tiempos coloniales y se habían organizado en varios gremios, pero estos eran enormemente diferentes de los movimientos obreros modernos. El principal objetivo de los gremios era el control de precios y asegurar la calidad del producto, y aunque a veces buscaban influenciar al gobierno, nunca llegaron a ser «ni agentes de negociación colectiva o grupos de presión política» (Werlich, 1978, p. 139).


    El proletario peruano, o aquel proletario en términos marxistas, solo se manifestó a finales del siglo XIX, cuando las primeras fábricas aparecieron en los alrededores de la capital. Este joven proletariado rápidamente desarrolló una conciencia de clase y aceptó ideologías radicales. El pensamiento radical fue traído al Perú, al igual que a otros países latinoamericanos, por aquellos inmigrantes europeos que habían abandonado sus países. Debido a que la mayoría de estos venían de Italia y España, donde la influencia anarquista era fuerte, dicha ideología fue la primera que repercutió en el movimiento obrero. El influjo de intelectuales europeos como Proudhon, Bakunin y Malatesta fue importante y el anarquismo también encontraría su expresión nacional a través de los escritos de González Prada (García Salvattecci, 1972, p. 117).


    Esta tendencia anarcosindicalista hizo que el movimiento obrero peruano fuera sumamente complejo. A diferencia de su contraparte europea o estadounidense, en los cuales sus miembros luchaban por objetivos limitados, los anarquistas no solo pedían mejoras económicas y sociales, sino cambios absolutos. Debido también a que el anarquismo ponía mayor énfasis en el individuo a diferencia del marxismo y otras vertientes socialistas, era difícil lograr una organización coherente. Lograron, sin embargo, movilizarse en proporciones suficientemente grandes para influenciar al gobierno (Werlich, 1978, p. 169).


    Esto se logró a través del uso de huelgas cortas y violentas, las cuales eran particularmente efectivas debido a la debilidad del Estado peruano. Los mejores ejemplos de estas movilizaciones se dieron en 1912, cuando la presión de los obreros y los plebeyos de la ciudad permitió que Guillermo Billinghurst ganara la presidencia y, en 1913, cuando los trabajadores del puerto del Callao obtuvieron el derecho a la jornada laboral de las ocho horas. Eventualmente el anarquismo perdió su influencia y los obreros peruanos empezaron a adoptar otras ideologías como el comunismo y el aprismo, pero los métodos aplicados exitosamente por los anarquistas continuaron utilizándose.


    Ahora bien, si el movimiento obrero encontró su máxima expresión en Lima, su presencia en el resto del país fue menos sentida. Los trabajadores de las minas y plantaciones encontraron más dificultades para sindicalizarse, pues estaban alejados de los centros laborales más dinámicos y tendían a estar a meced del patrón. Y lo mismo ocurrió con las plantaciones algodoneras y azucareras del norte, a pesar de su carácter industrial y del gran número de obreros asalariados que trabajaban en ellas. En el interior del país, donde los campesinos trabajaban bajo el opresivo régimen del gamonal, el movimiento obrero no tuvo impacto alguno y el campesino siguió viviendo su oprimida y aislada existencia.


    
      
        Tabla 2. Hitos importantes en la historia del movimiento obrero peruano


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Evento

              

              	
                Año

              
            

          

          
            
              	
                Formación de la Federación de Panaderos Estrella del Perú

              

              	
                1887

              
            


            
              	
                Formación de la Federación Obrera Textil de Vitarte

              

              	
                1896

              
            


            
              	
                Primeros intentos de sindicalización en el valle de Chicama

              

              	
                1912

              
            


            
              	
                Jornada de las 8 horas

              

              	
                1913

              
            


            
              	
                Fuente: Elaboración propia sobre la base de Sulmont (1975).

              
            

          
        

      

    


    1.5. Elecciones y sistema de partidos de la República Aristocrática


    Los dos principales partidos políticos de este periodo fueron el Partido Civil y el Partido Demócrata. Ambos formarían alianzas de conveniencia con otros partidos más pequeños de acuerdo con las circunstancias políticas. Sin embargo, a pesar de la existencia de estos partidos, es difícil hablar de un verdadero proceso democrático, no solo porque la mayoría de los peruanos no tenían el derecho del sufragio, sino también debido a que las elecciones rara vez fueron competitivas. Esta coyuntura se debió principalmente a dos factores: usualmente antes de las elecciones, los miembros de los partidos políticos que representaban a la oligarquía tendían a acordar una sola candidatura, lo que significaba que ni siquiera había competencia dentro de este reducido grupo; y, cuando este acuerdo no estaba presente, el control de los organismos electorales por un partido político significaba que las elecciones no serían libres ni justas.


    El organismo principal que regulaba las elecciones fue la Junta Electoral Nacional, creada por la ya mencionada Ley Electoral de 1896. Tanto la Cámara de Senadores como la de Diputados nombraba dos miembros; el Poder Judicial, a cuatro, y el presidente, al último (Basadre, 1980, p. 46). Aunque esto fue ciertamente un evento novedoso en la política peruana, poco pudo hacer este organismo para prevenir el fraude electoral. Sin la existencia del voto secreto y las obvias lealtades políticas dentro de la Junta, la institución resultó ineficiente. Algunos dirían incluso que la creación de esta hizo el fraude más común al sistematizarlo, y que aquel partido que pudiera controlarla llegaría con seguridad al poder.


    Aparte de limitar el sufragio y la creación del organismo electoral, la Ley Electoral de 1896 también comenzó una nueva etapa de centralización a través del control del proceso electoral. Esta ley, como ya se precisó, excluía a aquellos peruanos que no podían leer o escribir, quienes conformaban la mayoría de la población y eran generalmente indígenas.


    Sin embargo, la ley también tuvo ciertos aspectos positivos. Abolió los colegios electorales, con lo cual abrió paso al sufragio directo, cuyo origen constitucional nació en la Carta de 1856, luego se evadió en la de 1860 y se retomó en la de 1867; esto eliminó en gran parte la influencia de las élites provinciales. Quizá el precio que había que pagar por esta nueva ley fue que el gobierno central terminó su política de nombramientos locales y permitió que se llevaran a cabo elecciones municipales (Luna, 2012, pp. 79-83). Anteriormente, los contendores en la elección enviaban a sus seguidores a «asaltar» o «tomar» las mesas, y aquellos que lograban controlarlas ganaban la elección. De acuerdo con la nueva ley, el pueblo dejó de elegir las mesas electorales para que estas fuesen designadas por funcionarios especialmente elegidos (Basadre, 1980, p. 52).


    En cuanto a los partidos que participaban en este proceso, los dos principales compartían bases ideológicas similares, aunque con ciertas diferencias. A pesar de estas similitudes, el compromiso que dio lugar a la República Aristocrática en 1895 no fue de carácter natural y no fue fácil ponerlo en práctica. Esto se debe a que la solidaridad ideológica no ha sido la norma en la historia peruana, pues la naturaleza personalista de los partidos no permite que esta solidaridad tome lugar: ser miembro de un partido político significa seguir a un líder, no a sus ideas. El consenso ocurrió debido a que tanto los civilistas como los demócratas deseaban excluir al Ejército del poder y mantener al gobierno bajo el control civil. Cuando el Ejército perdió su credibilidad y dejó de ser considerado por un momento como actor político, este consenso se desplomó rápidamente.


    1.6. El Partido Civil


    El Partido Civil era el más antiguo en la historia del Perú. Nació en un contexto en el cual las realidades económicas de la nación ya no correspondían a sus realidades políticas. Cuando el partido se formó, en 1872, el auge guanero había alcanzado su máxima expresión y ya se aproximaba a su decadencia. Aquellos con considerables intereses en su producción y comercio estaban convencidos de que un cambio en el gobierno era necesario para que la riqueza lograda no se viera afectada por el mal manejo político de la nación. Asimismo, muchos consideraban que una vez acabado el guano, el futuro económico del país sería incierto, y la necesidad de una diversificación económica se volvía cada vez más urgente. Esto, de acuerdo con los civilistas, no iba a ser posible durante los gobiernos caudillistas. El caudillo de turno era el coronel José Balta, quien no tenía una clara política económica ni fiscal, salvo un afán por el desmesurado gasto público. Fue en este contexto que por primera vez apareció en el Perú un «partido organizado y cohesionado con una filosofía consistente pero práctica a la vez, y un programa amplio de acción» (Pike, 1967, pp. 126-127).


    En su afán de emular a los partidos europeos liberales de la época, los civilistas tendrían que ajustar dicha ideología a las realidades peruanas. En pocas palabras, lo que los civilistas exigían era respeto por las instituciones y libertades republicanas, lo que implicaba, en gran medida, excluir al Ejército de los asuntos políticos. Profundizando esta idea de la supremacía del gobierno civil, también deseaban acabar con la influencia clerical en el gobierno y, por ende, buscaban minimizar el rol de la Iglesia en la política. En cuanto al desarrollo nacional, suponían que la inversión en la educación y claros programas al largo plazo sobre el desarrollo económico de la nación eran la clave para el progreso (Mc Evoy, 2007, pp. 92-93).


    En suma, el Partido Civil ha sido descrito como liberal pero conservador a la vez, y esta dicotomía siempre lo acompañó. Su primer candidato y primer presidente civil de la República fue Manuel Pardo (1834-1878), quien personificaba dicha contradicción, pues «a pesar de tener opiniones conservadoras, el candidato civilista había aceptado muchas ideas liberales» (Werlich, 1978, p. 96). Miembro de una familia aristocrática, llevó a cabo sus estudios en el extranjero, para luego convertirse en un exitoso hombre de negocios y en un reconocido escritor. Era visto por muchos, debido a su nacimiento y a su éxito económico, como el mejor representante de la «mezcla de una vieja aristocracia y una nueva emergente clase capitalista» (Pike, 1967, p. 128). Antes de llegar a la presidencia, Pardo había sido ministro de Hacienda durante el gobierno de Mariano Ignacio Prado, pero encontró éxito político propio cuando llegó a ser alcalde de Lima en 1869.


    No obstante, Pardo no pudo repetir su éxito como alcalde una vez en la presidencia. Debido a la delicada situación económica del país, se vio obligado a aplicar un programa de austeridad que esencialmente limitó el rol intervencionista del Estado. Sin embargo, a pesar de estas dificultades, intentó establecer un sistema nacional educativo, su principal pasión. En esta área tampoco pudo llevar a cabo muchos avances, en gran parte porque las municipalidades no compartieron su entusiasmo y la Iglesia obstaculizó cualquier intento de establecer un sistema de educación secular. Tras culminar su mandato, el primer presidente civil sería asesinado por un soldado en 1878.


    La Guerra del Pacífico y el subsecuente gobierno de Andrés Avelino Cáceres simbolizaron un punto bajo para el Partido Civil. En primer lugar, el segundo presidente civilista, Mariano Ignacio Prado9, abandonaría el país bajo controversiales circunstancias durante el conflicto contra los chilenos. Por otro lado, tras la guerra, muchos miembros del partido necesitaron el apoyo de Cáceres para reconstruir sus intereses económicos, los cuales habían sido destruidos durante el conflicto. En 1886, de acuerdo con Basadre, el Partido Civil se «escondió» tras el partido de Cáceres (el Partido Constitucional), acto que marcó la primera vez en que la «clase dirigente secundó a un caudillo militar para conquistar el poder que no podía obtener directamente» (Basadre, 2005, t. X, p. 68).


    Para fines del siglo XIX, el partido había renacido, pero no era el mismo de 1872. En ese año todavía representaba los intereses de una oligarquía en ascenso y la naturaleza del partido era más abierta. Para 1895 se vinculaba a los intereses de una oligarquía que había alcanzado su máxima expresión y se relacionaba casi exclusivamente con las clases pudientes, con aquellos que tenían «intereses personales en los sectores modernos de la economía, incluyendo las plantaciones costeñas, la industria minera, casas comerciales limeñas y los banqueros urbanos, manufactureros y terratenientes» (Werlich, 1978, p. 128). Asimismo, mantenía aquella ambigüedad ideológica que era tan característica de los partidos políticos de la época. Perseguía la idea del progreso económico y apoyaba los principios económicos básicos del liberalismo del siglo XIX. Sin embargo, no consideraba o deseaba cambios fundamentales en la estructura de la sociedad. En ese sentido, seguía demostrando aquella mezcla de liberalismo económico y conservadurismo político tan típica del Perú.


    1.7. El Partido Demócrata


    Surgido de las cenizas de la derrota militar de la Guerra del Pacífico, el Partido Demócrata fue fundado en 1884 por los seguidores de Nicolás de Piérola (1839-1913). Este había tenido una turbulenta carrera política y para cuando se fundó el partido ya era una conocida y controversial figura política. Nacido de una aristocrática familia arequipeña, Piérola había estado involucrado en la vida política peruana desde 1868, año en el cual fue nombrado ministro de Hacienda durante la administración Balta y negoció el controversial contrato Dreyfus10. Más adelante, durante la Guerra del Pacífico, fue el actor clave en el golpe de Estado que derrocó al presidente Mariano Ignacio Prado, quien se encontraba en un cuestionado viaje a Europa para supuestamente adquirir préstamos y armamentos para el refuerzo bélico. Esta aventura llegó a un final natural cuando el Ejército chileno ocupó la capital. Su llegada al poder en 1895 fue una historia, por tanto, menos dramática.


    El mismo partido reflejaba las creencias del hombre, las cuales no eran radicalmente diferentes a las de los civilistas. Pueden, sin embargo, encontrarse ciertas diferencias. Ciertamente el gobierno constitucional, y por ende el control civil sobre el militar, era el principal objetivo del partido, pensamiento que le permitió forjar un acuerdo con los civilistas. Pero, en términos económicos, a pesar de que el partido también se adhería a los principios básicos del liberalismo clásico, estaban menos opuestos a «la regulación gubernamental del comercio y más receptivos a las demandas de las clases obreras» (Werlich, 1978, p. 128). En cuanto a la Iglesia, el partido estaba a favor de que mantuviese su posición privilegiada, en gran parte por la devoción católica de Piérola. Sin embargo, debido a que los civilistas para ese entonces ya habían minimizado su anticlericalismo, este punto no causó demasiada fricción.


    Otra diferencia entre ambos partidos eran sus potenciales electores. Al igual que los civilistas, el liderazgo de los demócratas también se originaba en las más altas esferas de la sociedad peruana, pero esta realidad no necesariamente se aplicaba a sus votantes. El partido contaba con el apoyo de los «comerciantes menores, los profesionales menos exitosos, empleados de clase media, artesanos y otros trabajadores calificados» (1978, p. 128). Los demócratas también gozaban de considerable apoyo en el interior del país.


    Hacia el final de su existencia política, el Partido Demócrata se volvió cada vez más populista. En 1912, con Piérola agonizando, el partido fue rápidamente tomado por Guillermo Billinghurst. Al creer que el republicanismo y el capitalismo solo podían ser salvados si se incorporaban a las clases populares, Billinghurst intentó llevar a cabo reformas para lograr este propósito.


    1.8. Los Partidos Constitucional y Liberal


    Los dos otros partidos que estuvieron activos en el gobierno durante este periodo tenían una débil organización y un apoyo político limitado. El Partido Constitucional fue fundado en 1884 por Andrés Avelino Cáceres y se constituyó como un vehículo político necesario para que él y sus seguidores pudieran llegar al poder. Recibió el apoyo de los civilistas hasta 1895, cuando Cáceres y el Ejército fueron derrocados tanto por los civilistas como por los demócratas.


    Sin embargo, una vez en el poder, para lograr ganar ventajas electorales sobre sus competidores demócratas, los civilistas no tuvieron problemas en renovar su alianza con el Partido Constitucional, y los constitucionalistas estuvieron presentes en la mayoría de los gobiernos civilistas. Por ende, la existencia del mismo Partido Constitucional pasó a depender del éxito de los civilistas, y cuando estos desaparecieron de la escena nacional, lo mismo ocurrió con sus aliados. Para 1919, año en el cual triunfó Leguía, el Partido Constitucional no era más que una «asociación de veteranos» (Contreras & Cueto, 1997, p. 218).


    En cuanto al Partido Liberal, este fue fundado por Augusto Durand, en 1901, y rápidamente encontró un apoyo limitado de los sectores urbanos medios. A pesar de su nombre, no tenía una dirección ideológica clara, aparte de un vago programa liberal que incluía, entre otros puntos, el anticlericalismo, el gobierno transparente, el respeto por la Constitución y el debilitamiento del Poder Ejecutivo a favor del Legislativo. En términos económicos, abogaba por la «libertad de industria» (a diferencia de los otros partidos que apoyaban en diferentes grados la intervención económica) (1997, p. 218).


    Asimismo, formaría diversas alianzas durante su existencia, incluso en un momento con el Partido Constitucional y la Unión Nacional11, pero su principal aliado siempre resultó ser el Partido Demócrata, del cual Durand había sido miembro, abandonándolo supuestamente por no ser lo suficientemente anticlerical. Esta alianza no probó ser del todo favorable para ambos partidos, pues en más de una ocasión el Partido Liberal atrajo a más de un demócrata disidente y debilitó al partido líder de la alianza. En todo caso, este partido nunca llegó a tener un verdadero impacto político, en gran parte debido a que Durand fue arrestado constantemente, pues parecía más interesado en realizar revueltas fallidas que en crear un sólido partido político.


    
      
        Tabla 3. Principales partidos políticos de la República Aristocrática


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Partido

              

              	
                Año de fundación

              
            

          

          
            
              	
                Partido Civil

              

              	
                1872

              
            


            
              	
                Partido Constitucional

              

              	
                1884

              
            


            
              	
                Partido Demócrata

              

              	
                1885

              
            


            
              	
                Unión Nacional

              

              	
                1891

              
            


            
              	
                Partido Liberal

              

              	
                1901

              
            


            
              	
                Fuente: Elaboración propia sobre la base de Basadre (2005).

              
            

          
        

      

    


    1.9. Configuración institucional


    El pueblo peruano era representado por dos cámaras, la de Senadores y la de Diputados, las cuales eran renovadas por tercios cada dos años. Aquellos que desearan postular a dichas cámaras debían cumplir con ciertos requisitos, tales como ser alfabetos, aunque más importante era tener una renta mínima.


    En cuanto al aspecto burocrático de la nación, este no había crecido considerablemente desde los días de la Independencia. Existían cinco ministerios, los cuales en más de una ocasión se fusionaron, dividieron o reconfiguraron.


    
      
        Tabla 4. Ministerios existentes durante la República Aristocrática


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Ministerio

              

              	
                Año de fundación

              
            

          

          
            
              	
                Ministerio de Gobierno, Policía y Obras Públicas

              

              	
                1826 (reorganizado en 1873)

              
            


            
              	
                Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

              

              	
                1821 (reorganizado en 1856)

              
            


            
              	
                Ministerio de Justicia, Instrucción y Beneficencia

              

              	
                1826 (reorganizado en 1857)

              
            


            
              	
                Ministerio de Guerra y Marina

              

              	
                1821

              
            


            
              	
                Ministerio de Hacienda y Comercio

              

              	
                1821 (reorganizado en 1851)

              
            


            
              	
                Fuente: Elaboración propia sobre la base de Basadre (2005).

              
            

          
        

      

    


    1.10. El gobierno de Piérola (1895-1899)


    Tras la caída del general Cáceres, después de una breve guerra civil en 1895, se convoca a elecciones generales para julio de ese mismo año. Gracias a la coalición entre los Partidos Civil y Demócrata, el único candidato en dichos comicios fue Nicolás de Piérola. Esta asociación, aparte de lograr el objetivo de excluir al Ejército de la política, también trajo beneficios para ambos bandos:


    Piérola comprendió que sin el respaldo de la emergente oligarquía sería imposible gobernar. En cuanto a los civilistas, Nicolás de Piérola pronto pasó a ser su «hombre a caballo», el caudillo andino carismático, capaz de convocar un amplio respaldo popular y pacificar el país (Klarén, 2004, p. 255).


    Conocido como «el califa» debido a sus tendencias autocráticas, lo cierto es que, para 1895, Piérola ya había madurado como político. En este, su segundo mandato, buscó arraigar el poder político en manos civiles. Pero este respeto general por la democracia no debe ser confundido con la idea de que el gobierno era del pueblo.


    
      
        Ilustración 1. Nicolás de Piérola

        Presidente de la República (1895-1899)


        [image: ]


        Fuente: Caretas, 599, 14 de mayo de 1980, p. 83.

      

    


    
      
        Tabla 5. Resultados de las elecciones presidenciales de 1895


        
          
            
            
            
            
          

          
            
              	
                Candidato

              

              	
                Partido

              

              	
                Votos

              

              	
                Porcentaje

              
            

          

          
            
              	
                Nicolás de Piérola

              

              	
                Partido Demócrata

              

              	
                4150

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Votos válidos

              

              	

              	
                4150

              

              	
                96,3%

              
            


            
              	
                Votos blancos y nulos

              

              	

              	
                160

              

              	
                3,7%

              
            


            
              	
                Votos emitidos

              

              	

              	
                4310

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Fuente: Adaptado de Tuesta (2001, p. 611).

              
            

          
        

      

    


    El primer gabinete de Piérola fue liderado por Antonio Bentín. Este gabinete, cuyas principales figuras pertenecían al Partido Demócrata o le eran cercanos, no llegó ni a fin de año, pues fue censurado en noviembre. La razón de la censura fue controversial: miembros de la población habían insultado a ciertos parlamentarios y se consideraba que el gobierno no había hecho lo suficiente para reprimirlos. Aunque no todos los gabinetes que lo sucedieron sufrieron el mismo destino, la censura era común, lo cual demostraba que la coalición entre ambos partidos no implicaba la armonía política.


    
      
        Tabla 6. Gabinetes durante el gobierno de Nicolás de Piérola (1895-1889)


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Gabinete

              

              	
                Duración

              
            

          

          
            
              	
                Gabinete Bentín

              

              	
                8 de setiembre de 1895-30 de noviembre de 1895

              
            


            
              	
                Gabinete Barinaga

              

              	
                30 de noviembre de 1895-8 de agosto de 1896

              
            


            
              	
                Gabinete Olaechea

              

              	
                8 de agosto de 1896-25 de noviembre de 1897

              
            


            
              	
                Gabinete Romaña

              

              	
                25 de noviembre de 1897-23 de diciembre de 1897

              
            


            
              	
                Gabinete Riva-Agüero

              

              	
                23 de diciembre de 1897-16 de mayo de 1898

              
            


            
              	
                Gabinete Loayza

              

              	
                16 de mayo de 1898-8 de setiembre de 1899

              
            


            
              	
                Fuente: Basadre (2010).

              
            

          
        

      

    


    1.10.1. Ministerios


    La creación del Ministerio de Fomento también amerita mención, pues marcó el comienzo de una sistemática intervención estatal en el desarrollo social y económico del país. Pero a pesar de su importancia, dicha injerencia no debe ser sobrestimada, pues el principal objetivo del gobierno fue mantener presupuestos balanceados y libres de deudas, lo que implicaba que cualquier intervención estatal sería limitada. Eduardo López de Romaña, amigo cercano de Piérola, fue el primer ministro de este ramo. Tras su creación, el Perú contaba ya con seis ministerios.


    1.10.2. Recaudación tributaria


    Es importante mencionar los esfuerzos llevados a cabo por el gobierno de Piérola para uniformizar el sistema tributario peruano. Anteriormente, la mayoría de los impuestos eran recaudados por diversas instituciones estatales, lo que provocaba gran confusión. Con el fin de unificar al sistema, se creó una compañía mixta, es decir una en la cual participaba tanto el ente público como el privado, que se encargaría de recaudar los diferentes impuestos en nombre del Estado. La creación de la Sociedad Recaudadora de Impuestos S.A. fue importante, pero representa la debilidad del Estado por no contar con una empresa netamente pública que realizara dicho proceso.


    1.10.3. Relaciones con los militares


    Las relaciones entre el Ejército y el nuevo gobierno fueron un punto particularmente sensible, si se tiene en cuenta que la oposición al militarismo fue la razón principal por la cual este nuevo orden político surgió. A pesar de las pasiones involucradas, Piérola demostró una actitud sabia y calculada respecto a este problema. Sabiendo que era necesario asegurar que el Ejército no volviera a amenazar el orden civil, entendía que esta meta no podía ser lograda debilitándolo, pues en dicha institución descansaba la seguridad nacional. Por ende, buscó profesionalizar a las tropas a través de la expansión del conocimiento científico y técnico de la guerra. Se esperaba que así, el militar entendiera cuál era su papel en la nación. La reorganización de la Escuela Militar de Chorrillos y la contratación de una misión militar francesa fueron hechas con este objetivo en mente (Basadre, 2005, t. XI, p. 130).


    1.11. El gobierno de López de Romaña


    Debido a que la administración de Piérola probó ser exitosa, se esperaba que la alianza entre ambos partidos se mantuviera. La actitud del presidente ciertamente apuntaba en esta dirección, pues luego de más de una entusiasta sugerencia por parte de miembros de su partido, se negó a modificar la Constitución para buscar un segundo mandato consecutivo. Sí insistió en que el candidato de consenso para las elecciones de 1899 fuera Eduardo López de Romaña, el ministro de Fomento. Se rumoreaba que cuando este terminara su mandato, Piérola volvería al poder.


    No obstante, varios eventos aseguraron que eso no ocurriera. Al apoyar al civilista López de Romaña, Piérola había logrado crear una considerable cantidad de animadversión dentro de su propio partido, especialmente con aquella facción liderada por Guillermo Billinghurst, quien jamás había aprobado la cercanía entre ambos partidos y deseaba la presidencia. Esto llevó a una clara división dentro del Partido Demócrata, ya que algunos apoyaban a Billinghurst y otros a Piérola. Aquellos que siguieron a Billinghurst también encontraron el apoyo de Augusto Durand del Partido Liberal y un levantamiento fallido se produjo ese mismo año. Finalmente, Billinghurst decidió participar en las elecciones (en las cuales también participaría González Prada). Sin embargo, este último perdió ante el candidato civilista.


    
      
        Tabla 7. Resultados de las elecciones presidenciales de 1899


        
          
            
            
            
            
          

          
            
              	
                Candidato

              

              	
                Partido

              

              	
                Votos

              

              	
                Porcentaje

              
            

          

          
            
              	
                Eduardo López de Romaña

              

              	
                Partido Civil

              

              	
                55 918

              

              	
                96,5%

              
            


            
              	
                Manuel Candamo

              

              	

              	
                1337

              

              	
                2,3%

              
            


            
              	
                Manuel Gonzáles Prada

              

              	

              	
                549

              

              	
                0,9%

              
            


            
              	
                Guillermo Billinghurst

              

              	

              	
                129

              

              	
                0,2%

              
            


            
              	
                Votos válidos

              

              	

              	
                57 933

              

              	
                99,4%

              
            


            
              	
                Votos blancos y nulos

              

              	

              	
                352

              

              	
                0,6%

              
            


            
              	
                Votos emitidos

              

              	

              	
                58 285

              

              	
                53,7%

              
            


            
              	
                Ausentismo

              

              	

              	
                50 312

              

              	
                46,3%

              
            


            
              	
                Inscritos

              

              	

              	
                108 597

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Fuente: Adaptado de Tuesta (2001, p. 611).

              
            

          
        

      

    


    Si Piérola había sacrificado la unidad del partido para poder continuar con la alianza (y aquellos beneficios que esta implicaba para sí mismo), los civilistas probaron ser menos cooperativos. La peleada elección municipal de Lima en 1900, en la cual Piérola fue candidato y perdió, probó que los civilistas no estaban dispuestos a hacer sacrificio alguno para mantener el consenso con los demócratas. Finalmente, al ganar el control de la Junta Electoral Nacional, a través de la cual las elecciones podían ser fácilmente manipuladas, los civilistas se aseguraron el control sobre la vida política peruana de la próxima década.


    Con la alianza prácticamente destruida, ambos partidos buscaron potenciales aliados en las agrupaciones más pequeñas. Los demócratas tendieron puentes al Partido Liberal, a pesar de las diferencias ideológicas entre ambos. Los civilistas hicieron lo mismo con los constitucionalistas. La ironía de esta última alianza no puede ser obviada: el civilismo nació para excluir al Ejército de la política, pero ahora formaba una sólida alianza con un partido compuesto casi exclusivamente por hombres de uniforme.


    La ruptura de la alianza también implicó una mayor inestabilidad ministerial, reflejada en el gobierno de López de Romaña, durante el cual hubo un total de ocho gabinetes. Esto se debió a que los civilistas no tenían mayoría en la Cámara de Diputados, la cual era controlada por demócratas billinghuristas (Guerra, 1994, p. 21).


    
      
        Tabla 8. Gabinetes durante el gobierno de Eduardo López de Romaña (1899-1903)


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Gabinete

              

              	
                Duración

              
            

          

          
            
              	
                Gabinete Gálvez

              

              	
                8 de setiembre de 1899-14 de diciembre de 1899

              
            


            
              	
                Gabinete Riva-Agüero

              

              	
                14 de diciembre de 1899-7 de agosto de 1900

              
            


            
              	
                Segundo gabinete Riva-Agüero

              

              	
                7 de agosto de 1900-30 de agosto de 1900

              
            


            
              	
                Gabinete Coronel Zegarra

              

              	
                30 de agosto de 1900-2 de octubre de 1900

              
            


            
              	
                Gabinete Almenara

              

              	
                2 de octubre de 1900-11 de setiembre de 1901

              
            


            
              	
                Gabinete Chacaltana

              

              	
                11 de setiembre de 1901-9 de agosto de 1902

              
            


            
              	
                Gabinete Deustua

              

              	
                9 de agosto de 1902-24 de noviembre de 1902

              
            


            
              	
                Gabinete Larrabure

              

              	
                24 de noviembre de 1902-8 de setiembre de 1903

              
            


            
              	
                Fuente: Basadre (2010).

              
            

          
        

      

    


    Si bien no continuó la alianza, las políticas comenzadas por Piérola se mantuvieron e incluso fueron profundizadas. El Ministerio de Fomento vio su presupuesto incrementado y, en consecuencia, se realizaron un número considerable de obras de infraestructura. La Sociedad Recaudadora de Impuestos fue reemplazada por la Sociedad Nacional de Recaudación, aunque mantuvo en gran parte la misma dinámica que su predecesora. En cuanto a políticas sociales, la educación y la salud recibieron una mayor atención. Sin embargo, el énfasis continuaba en la idea de un cambio gradual que no afectara los cimientos del sistema.


    1.12. Dominio civilista (1904-1912)


    En las elecciones de 1903, los civilistas presentaron como candidato a Manuel Candamo, quien triunfó como candidato único, pues Piérola, con su partido dividido, decidió no participar. El nuevo presidente, sin embargo, murió poco después de asumir el mando, razón por la cual se convocaron nuevas elecciones para 1904. La escena política parecía ser más compleja aún. Si el Partido Demócrata estaba dividido, las fisuras también empezaron a aparecer dentro del Partido Civil. Esta crisis se debió a un cambio generacional dentro del propio partido, pues la vieja guardia pensaba que el reformismo de algunos jóvenes civilistas era dañino para el país, mientras que estos mismos jóvenes consideraban que el conservadurismo de otros significaría la ruina del partido. Así, la facción de los jóvenes civilistas triunfó y presentaron como candidato a José Pardo y Barreda, quien también ganó las elecciones como candidato único.


    
      
        Tabla 9. Resultados de las elecciones presidenciales de 1904


        
          
            
            
            
            
          

          
            
              	
                Candidato

              

              	
                Partido

              

              	
                Votos

              

              	
                Porcentaje

              
            

          

          
            
              	
                José Pardo y Barreda

              

              	
                Partido Civil

              

              	
                96 430

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Votos válidos

              

              	

              	
                96 430

              

              	
                98,7%

              
            


            
              	
                Votos blancos y nulos

              

              	

              	
                1289

              

              	
                1,3%

              
            


            
              	
                Votos emitidos

              

              	

              	
                97 719

              

              	
                66,5%

              
            


            
              	
                Ausentismo

              

              	

              	
                49 271

              

              	
                33,5%

              
            


            
              	
                Inscritos

              

              	

              	
                146 990

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Fuente: Adaptado de Tuesta (2001, p. 610).

              
            

          
        

      

    


    Debido a la división de los opositores del Partido Civil, el gobierno de Pardo disfrutó de una rara estabilidad política. A diferencia de los dos gobiernos anteriores, en los cuales la censura obligaba a la renovación de los ministros, durante su periodo solo hubo tres gabinetes.


    
      
        Tabla 10. Gabinetes durante el gobierno de José Pardo (1904-1908)


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Gabinete

              

              	
                Duración

              
            

          

          
            
              	
                Gabinete Leguía

              

              	
                27 de setiembre de 1904-1° de agosto de 1907

              
            


            
              	
                Gabinete Tovar

              

              	
                1° de agosto de 1907-9 de octubre 1907

              
            


            
              	
                Gabinete Washburn

              

              	
                9 de octubre de 1907-24 de setiembre de 1908

              
            


            
              	
                Fuente: Basadre (2010).

              
            

          
        

      

    


    El hijo del primer presidente civilista Manuel Pardo, José Pardo y Barreda, resultó ser un mandatario eficiente y sabio, pero no siempre recibió el apoyo total de su partido. Ambos creían que la única política que le permitiría al Perú convertirse en una nación moderna sería la educativa. Por ello, José Pardo invirtió gran parte del presupuesto nacional en la construcción de escuelas y logró sacar la primera ley que convertía a la educación primaria en gratuita y obligatoria. Pero no solo fue un verdadero reformista en ese sentido; también se percató de la importancia del nuevo proletariado e intentó hacer un programa de leyes laborales. Esta última iniciativa no prosperó, ya que el presidente parecía ser «más progresista que la mayoría de su partido» (Werlich, 1978, p. 132). Fue más exitoso en el área de la salud, gracias a la creación de la Dirección de Salubridad dentro del Ministerio de Fomento. Aunque fundada en 1903, fue recién en 1906 cuando realmente se le dio un respaldo económico.


    
      
        Ilustración 2. José Pardo y Barreda

        Presidente de la República (1904-1908 y 1915-1919)


        [image: ]


        Fuente: Caretas, 9 de marzo de 1964, 285, p. 53.

      

    


    Pardo fue sucedido en 1908 por su ministro de Hacienda, Augusto B. Leguía, quien años después tendría un profundo impacto en la historia nacional. Una vez más, hubo una sola candidatura.


    
      
        Tabla 11. Resultados de las elecciones presidenciales de 1908


        
          
            
            
            
            
          

          
            
              	
                Candidato

              

              	
                Partido

              

              	
                Votos

              

              	
                Porcentaje

              
            

          

          
            
              	
                Augusto B. Leguía

              

              	
                Partido Civil

              

              	
                133 732

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Votos válidos

              

              	

              	
                133 732

              

              	
                72,5%

              
            


            
              	
                Votos blancos y nulos

              

              	

              	
                50 654

              

              	
                27,5%

              
            


            
              	
                Inscritos

              

              	

              	
                184 386

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Fuente: Adaptado de Tuesta (2001, p. 609).

              
            

          
        

      

    


    Su primer gobierno fue turbulento, aunque en gran parte continuó las políticas iniciadas por sus antecesores, e incluso logró establecer ciertas regulaciones laborales negadas a Pardo. Pero una serie de revueltas sacaron a la luz el lado dictatorial de Leguía. En 1908, Augusto Durand y el Partido Liberal realizaron, una vez más, una fallida sublevación. Esto no probó ser un acto particularmente crítico, pues a estas alturas casi todos los presidentes de la República Aristocrática habían tenido que lidiar con una revuelta liderada por dicho personaje. Pero, en 1909, miembros de la familia de Piérola trataron de secuestrar al presidente y obligarlo a renunciar. Aunque este extraño episodio no prosperó, Leguía lo usó como excusa para arrestar a varios críticos del gobierno, más allá de si estos tenían intenciones pacíficas o no. Estas acciones llevaron a muchos a pensar que el orden democrático estaba resquebrajándose.


    Las medidas tomadas por Leguía lograron dividir a un Partido Civil ya debilitado. Algunos civilistas disidentes formaron alianzas con los demócratas y liberales y se opusieron abiertamente a Leguía, pero sin mayores resultados. La posibilidad de elecciones en 1912 parecía poco certera. Sin embargo, lo que realmente terminó por destruir a la «era dorada del civilismo» fue la nominación de un mal candidato en una elección en la cual el Partido Demócrata finalmente se presentaría.


    1.13. El gobierno de Billinghurst: ensayo populista fallido (1912-1914)


    Con la intención de debilitar a Leguía y continuar el proceso democrático, los civilistas nominaron como candidato a Ántero Aspíllaga, un acaudalado terrateniente y uno de los miembros menos progresistas del partido, nominación que Leguía endosó con poco entusiasmo. Los civilistas no leyeron correctamente el clima político, pues un terrateniente conservador no era la figura adecuada para 1912: con crecientes proletariado y clase media, el electorado quería más reformas; no menos. Los demócratas, liderados por Guillermo Billinghurst, explotaron esta frustración, y por primera vez desde 1895 parecía posible que dicho partido regresara al poder.


    Billinghurst, a pesar de un discurso populista, no deseaba destruir el orden existente, pero sí transformarlo lo suficiente para que tanto el rico como el pobre pudieran beneficiarse de él. Para él, «la supervivencia del sistema dependía de las concesiones voluntarias a las masas por parte de la clase gobernante» (Gilbert, 1982, p. 43). Su plataforma electoral incluía la reforma electoral, mayor reglamentación laboral y una «deselitización» del gobierno. A través de estas promesas, y junto a la más dogmática de «pan a 5 centavos», Billinghurst aseguró «la participación decisiva del mundo laboral y de la plebe de Lima en una coyuntura clave de la historia política de la República Aristocrática» (Torrejón, 2010, p. 18).


    Para bloquear la elección del candidato civilista en un proceso que él y sus partidarios temían iba a ser fraudulento, Billinghurst usó a estos sectores de la población como herramientas de presión. Logró movilizarlos durante todo mayo y convocó a un paro general el día de las elecciones, con lo cual obligó al Congreso a nombrarlo Presidente. Este hecho también ocurrió gracias a la asistencia de Leguía, quien para ese entonces ya le había dado la espalda a su partido político.


    Una vez en el poder, reformas importantes —como la jornada laboral de las ocho horas, el derecho a la huelga y a la negociación colectiva— fueron implementadas. Pero este nivel de progresismo no fue tolerado por los otros partidos, y una espontánea alianza de civilistas, liberales y constitucionales se formó para bloquear las iniciativas de Billinghurst. Es debatible si esto se debió a razones ideológicas, pues muchas de las reformas de Billinghurst también eran propuestas por los miembros más progresistas de los otros partidos.


    Al no contar con el apoyo del Legislativo, Billinghurst comenzó a gobernar por decreto y, más importante aún, a través de la presión de las masas. Pero una ola de demostraciones particularmente violentas —como el ataque a la casa del ex presidente Leguía, quien luego fue deportado—, así como rumores de que se iba a disolver al Congreso, hicieron que el Ejército, empujado por la oligarquía, interviniera en 1914.


    1.14. Fin de la República Aristocrática (1914-1919)


    El hombre que dirigió al Ejército en este golpe de Estado tan esperado fue el coronel Óscar R. Benavides. Irónicamente, Benavides era un producto de la misión francesa traída por Piérola, cuyo objetivo era profesionalizar al Ejército y hacerlo más respetuoso del orden civil. No obstante, vale la pena señalar que el Ejército intervino a pedido de la oligarquía.


    El golpe ocurrió en un momento crítico, no solo por el caos político interno por el cual atravesaba el gobierno, sino porque la escena internacional estaba a punto de cambiar drásticamente. Tras el golpe, la Primera Guerra Mundial estalló en Europa, y aunque dicho conflicto benefició al Perú en el largo plazo, durante los primeros meses afectó negativamente la economía nacional debido a que el comercio mundial prácticamente se paralizó.


    
      
        Tabla 12. Gabinetes durante el gobierno de Óscar R. Benavides (1914-1915)


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Gabinete

              

              	
                Duración

              
            

          

          
            
              	
                Gabinete Muñiz

              

              	
                15 de mayo de 1914-1° de agosto de 1914

              
            


            
              	
                Gabinete Carbajal

              

              	
                1° de agosto de 1914-22 de agosto de 1914

              
            


            
              	
                Gabinete Sousa

              

              	
                22 de agosto de 1914-11 de noviembre de 1914

              
            


            
              	
                Gabinete Schreiber

              

              	
                11 de noviembre de 1914-18 de febrero 1915

              
            


            
              	
                Gabinete Abril

              

              	
                18 de febrero 1915-2 de agosto de 1915

              
            


            
              	
                Fuente: Basadre (2010).

              
            

          
        

      

    


    Una vez estabilizada la situación, Benavides, quien a estas alturas no tenía ambiciones políticas, llamó a los representantes de los tres principales partidos políticos: Civil, Constitucional y Liberal (después de Billinghurst, el Partido Demócrata no fue considerado). Se les pidió a estos representantes que eligieran un mandatario común para la presidencia, y con este espíritu de cooperación (inducido obviamente por el Ejército), se eligió al antiguo presidente José Pardo.


    Pero si Pardo había sido un candidato ideal en 1908, ya no lo era en 1915. Para los conservadores era demasiado progresista, mientras que para los radicales era excesivamente moderado. Demostraciones de estudiantes y obreros debilitaron severamente su mandato, lo que se hizo más agudo debido a la indiferencia de su partido.


    
      
        Tabla 13. Gabinetes durante el segundo gobierno de José Pardo (1915-1919)


        
          
            
            
          

          
            
              	
                Gabinete

              

              	
                Duración

              
            

          

          
            
              	
                Gabinete Riva-Agüero

              

              	
                18 de agosto de 1915-27 de julio de 1917

              
            


            
              	
                Gabinete Tudela y Varela

              

              	
                27 de julio de 1917-27 de abril de 1918

              
            


            
              	
                Segundo gabinete Tudela y Varela

              

              	
                27 de abril de 1918-18 de diciembre de 1918

              
            


            
              	
                Gabinete Schreiber

              

              	
                18 de diciembre de 1918-26 de abril de 1919

              
            


            
              	
                Gabinete Abrill

              

              	
                26 de abril de 1919-4 de julio de 1919

              
            


            
              	
                Fuente: Basadre (2010).

              
            

          
        

      

    


    Para fines del gobierno de Pardo, el Partido Civil ya no parecía ser una alternativa viable para el Perú, pues era evidente que había perdido contacto con las realidades políticas de la nación, las cuales habían cambiado radicalmente desde 1895. En 1919, el antiguo presidente Leguía, dándose cuenta de los cambios que habían ocurrido en el país, regresó a la escena política, esta vez con un discurso que buscaba cambiar el status quo. De este modo, su candidatura fue aceptada con entusiasmo por un pueblo que ya no deseaba un gobierno oligárquico.


    
      
        Tabla 14. Gobiernos de la República Aristocrática


        
          
            
            
            
          

          
            
              	
                Años

              

              	
                Presidente

              

              	
                Partido

              
            

          

          
            
              	
                1895-1899

              

              	
                Nicolás de Piérola

              

              	
                Partido Demócrata

              
            


            
              	
                1899-1903

              

              	
                Eduardo López de Romaña

              

              	
                Partido Civil

              
            


            
              	
                1903-1904

              

              	
                Manuel Candamo

              

              	
                Partido Civil

              
            


            
              	
                1904-1908

              

              	
                José Pardo y Barreda

              

              	
                Partido Civil

              
            


            
              	
                1908-1912

              

              	
                Augusto B. Leguía

              

              	
                Partido Civil

              
            


            
              	
                1912-1914

              

              	
                Guillermo Billinghurst

              

              	
                Partido Demócrata

              
            


            
              	
                1914-1915

              

              	
                Óscar R. Benavides

              

              	
                Gobierno Militar

              
            


            
              	
                1915-1919

              

              	
                José Pardo y Barreda

              

              	
                Partido Civil

              
            


            
              	
                Fuente: Elaboración propia sobre la base de Basadre (2005).

              
            

          
        

      

    


    [image: ]


    
      
        6 En cuanto al debate historiográfico, véase Klarén (2004, pp. 266-272).

      


      
        7 Sobre dicha generación, véase Planas (1994a). Al alejarse del positivismo clásico, al considerarlo incompatible con las realidades políticas de aquel entonces, muchos de los miembros de esta generación llegaron a llamarse arielistas, en honor a la obra Ariel, escrita por el pensador uruguayo José Enrique Rodó. En esta obra, el autor enfatizaba la necesidad de poner los valores espirituales, culturales y estéticos por encima de consideraciones materiales y utilitarias.

      


      
        8 El enganche implicaba darle un préstamo al campesino, quien, tras haberlo gastado en mercancías sobrevaloradas vendidas por las casas comerciales de la misma hacienda, se endeudaba y trabajaba para el hacendado hasta pagar dicha obligación.

      


      
        9 Mariano Ignacio Prado es una anomalía en el civilismo debido a su condición de militar.

      


      
        10 El contrato Dreyfus le otorgó a intereses franceses el monopolio de la exportación del guano.

      


      
        11 Partido político fundado en 1891 por González Prada. La alianza con el Partido Liberal haría que González Prada se alejara.

      

    

  


  
    


    El Oncenio del presidente Leguía


    La República Aristocrática, que ya tenía una existencia precaria, finalizó en 1919 con la llegada de Augusto B. Leguía a la presidencia. La prosperidad económica y la estabilidad política que caracterizaron al periodo generaron nuevas clases sociales que, debido a su propia existencia, lograron desestabilizar el orden imperante, pues las nuevas clases medias y obreras comprendieron que sus ambiciones sociales no podrían ser realizadas por un régimen político exclusivo y excluyente. La oligarquía jamás podría representarlos y el cambio que ofrecía era demasiado gradual para satisfacer las expectativas de estos nuevos sectores. Al fin y al cabo, la República Aristocrática nació en un momento en el cual las condiciones políticas nacionales eran mucho más simples, o en cualquier caso, en un momento en el cual la oligarquía tenía la capacidad para ignorarlas sin graves consecuencias políticas:


    [La República Aristocrática] había podido persistir en una sociedad donde no había la necesidad de intermediarios sociales, ya que los grandes protagonistas sociales y políticos eran la elite y un pueblo «bárbaro» al que debían educar, y que por lo demás, se encontraba bastante fragmentado y controlado por el gamonalismo rural. Con la aparición de las clases medias este sistema de sociedad y gobierno entró en crisis (Contreras & Cueto, 2000, p. 217).


    Eventos externos también dictaban que este viejo orden ya no era viable en un mundo en convulsión, pues no solo el Perú estaba cambiando. La Revolución mexicana y la rusa demostraron que no había orden político eterno, y el Perú, con su estratificado y rígido orden social, fue sin duda impactado por estos dos trascendentales eventos. De un momento a otro las clases populares escucharon sobre el triunfo de ideologías que lidiaban exclusivamente con las injusticias que ellos sufrían y que buscaban eliminar. Organizados y dirigidos, los peruanos podrían potencialmente repetir las victorias de estos movimientos revolucionarios. Aquellos estudiantes universitarios idealistas de clase media que simpatizaban con el proletariado así lo consideraban. Este entusiasmo se vio reflejado en todas las clases de la sociedad peruana, con la obvia y comprensible excepción de la oligarquía.


    En este contexto, el personaje mejor preparado para explotar esta coyuntura probó ser Augusto Bernardino Leguía y Salcedo, un hombre que años atrás se había distanciado de la oligarquía, aunque no necesariamente por las mismas razones idealistas. Para poder contar con el apoyo de estas nuevas clases, Leguía prometió «transformar» o «renovar» la sociedad peruana. Este discurso encontró su mejor expresión con el término la Patria Nueva. En este nuevo orden político, las clases medias que habían surgido durante las últimas dos décadas se convertirían en los principales actores políticos de la nación y del desarrollo económico. La vieja oligarquía ya no sería la responsable de conducir al país hacia la modernidad.


    En ese sentido, analizar el concepto de Patria Nueva requiere cautela, pues a pesar de algunas ideas generales, como el rol de las clases medias, Leguía no llegó a establecer una clara noción sobre lo que implicaba la «renovación» del país. Asimismo, al no saber cuáles eran los objetivos, resulta difícil establecer sus resultados y si estos fueron exitosos. Sin embargo, guiándonos por la generalidad del discurso, es debatible si las clases medias llegaron a tener la importancia que Leguía decía buscar para estas. Si bien gran parte de este sector apoyó al presidente, otro considerable porcentaje se desencantó rápidamente de la dictadura, e incluso llegaría a apoyar ideologías radicales de izquierda que tenían poco o nada en común con lo que representaba Leguía (Pike, 1969, p. 218).


    Asimismo, el presidente también aseguró que las nuevas «masas» proletarias y las verdaderas masas indígenas tenían un papel que jugar en esta Patria Nueva, aunque este sería secundario respecto al de las clases medias. Sin embargo, resultó que al final su objetivo era proponer algunas reformas a favor de estos sectores para debilitar sus tendencias revolucionarias, pero en ningún momento consideraba incorporarlos a la vida política nacional. Incluso fue imposible alcanzar estas limitadas metas, pues a pesar de expedir incontables leyes que buscaban mejorar las condiciones de vida de los obreros y los indígenas, estas no fueron implementadas, y cuando llegaron a serlo, eran súbitamente eliminadas, en la medida que Leguía se percataba de que implicaban cambios importantes en las estructuras política y social. Al final el supuesto aprecio del presidente por el obrero o el indio terminó siendo una herramienta política útil más que un objetivo sincero.


    Por todas estas razones, el Oncenio de Leguía será evaluado de manera diferente por los historiadores; empero hay un consenso en cuanto a ciertos puntos claves. El primero de ellos es que aunque la oligarquía perdió una considerable parte de su poder político, mantuvo su supremacía económica, lo que le permitiría volver a dominar la política nacional una vez que el gobierno se debilitara. Luego, la llegada de Leguía al poder permitiría la entrada de capitales extranjeros, particularmente estadounidenses, en volúmenes nunca antes vistos en la historia nacional. Por último, el Oncenio destruyó el antiguo sistema de partidos (si es que este efectivamente existió) de la República Aristocrática, con lo cual se instaló un régimen dictatorial en el cual los pocos avances democráticos que se habían logrado en el país se vieron vulnerados. Parte de su desaparición se debe a los propios actos de Leguía, pero también debe considerarse que el propio sistema siempre estuvo plagado de debilidades y que ya se encontraba en proceso de desaparición durante los últimos años de la República Aristocrática.


    2.1. Las elecciones de 1919


    Para entender el triunfo electoral y el gobierno de Leguía es necesario entender su vida, pues a pesar de representar supuestamente el cambio, había pertenecido por muchos años al orden político que decía querer destruir. Nacido en Lambayeque en 1863, en una familia de clase media, el joven Leguía no permaneció mucho tiempo en su tierra natal, y a los trece años fue enviado a un colegio británico en Valparaíso, Chile. Su paso por esta arquetípica institución burguesa ciertamente influenció su visión de que el Perú necesitaría una mayor dependencia del capital extranjero si deseaba alcanzar un verdadero desarrollo capitalista; visión que sería reforzada una vez que Leguía empezara a trabajar para varias compañías británicas y estadounidenses. Debido a este éxito, y a pesar de sus orígenes no oligárquicos, logró acceder a las altas esferas de la sociedad limeña. Sus hijos, al contraer matrimonio con mujeres de «selectas» familias de dicha ciudad, lograron expandir su influencia. Debido a su ascenso social, muchos extranjeros lo consideraban como el verdadero «capitalista peruano», quien a través de sus esfuerzos y habilidades había conseguido la transformación de pequeño burgués a Presidente de la República. Si dicha mentalidad pudiese permear a la sociedad peruana, argumentaban, el Perú dejaría atrás el subdesarrollo. Otros fueron menos generosos al describir a Leguía, pero pocos podían discutir su éxito (Pike, 1967, pp. 195-196).


    Bajo tales circunstancias, una carrera política era prácticamente inevitable. Así, logró ingresar a aquel bastión de la oligarquía que era el Partido Civil, con el cual ganó la presidencia en 1908. Dentro de la lista de los presidentes de la República Aristocrática probó ser exitoso, aunque poco original en materia económica; por ello, resultará difícil distinguirlo de sus predecesores. Sin embargo, en términos políticos demostró una clara tendencia autoritaria y sus cuatro años de gobierno fueron los menos libres de la República Aristocrática (Planas, 1994b, p. 106). Muchos, dentro del partido, consideraban que dicho pisoteo de las libertades civiles, cuyo respeto era supuestamente el ethos del civilismo, era inaceptable, lo que llevó a la fragmentación del partido. A culminar su gobierno, la mayoría de los civilistas tenían un sincero desprecio hacia Leguía.


    Dicha animadversión también fue compartida por sus opositores políticos fuera del partido; en consecuencia, cuando Guillermo Billinghurst ganó la presidencia en 1913, Leguía fue exiliado. Pero su ausencia de la escena política nacional, al igual que sus enemistades políticas, especialmente con su antiguo partido, terminaron siendo factores positivos para su carrera. Cuando regresó al país en 1919 y lanzó su candidatura a la presidencia, podía presentarse a sí mismo como el candidato del cambio, en tanto sus lazos con la oligarquía habían sido cortados. Para Leguía, la República Aristocrática ya se encontraba moribunda y las nuevas clases medias ahora admiraban a los empresarios y no a los oligarcas.


    
      
        Ilustración 3. Augusto B. Leguía

        Presidente de la República (1908-1912) y (1919-1930)


        [image: ]


        Nota: Propaganda política del presidente Leguía. Fuente: En Caretas, 5 de setiembre de 1996, 1430, p. 10.

      

    


    Por tanto, su plataforma política consistió en atacar exclusivamente a la «oligarquía civilista» y proponer una nueva república más inclusiva, la llamada Patria Nueva. Esta estrategia política le permitió obtener un amplio apoyo de diversos sectores:


    Durante los caóticos años de su ausencia, muchos peruanos aparentemente se habían olvidado de sus fallas al selectivamente recordar las virtudes. Los conservadores se acordaban de la mano dura con la cual mantuvo el orden. Liberales se acordaban de sus políticas económicas progresivas. Las Fuerzas Armadas apreciaban su actitud inflexible ante Chile y sus amplios presupuestos de defensa. Los estudiantes se habían demostrado en contra de Leguía en 1911, pero una nueva generación en San Marcos creía que apoyaría la reforma universitaria […] Leguía le recordaba al obrero que la Ley de Compensación Laboral […] había sido promulgada bajo su mandato. Su dicho «¡Hechos! No palabras» sugería que estaba preparado para hacer más por los trabajadores (Werlich, 1978, p. 150).


    Por otro lado, sus oponentes se habían debilitado progresivamente debido a las tensiones políticas de los años anteriores. Los civilistas, acostumbrados a repetir viejos errores, postularon una vez más a Ántero Aspíllaga, todavía tan conservador y poco carismático como siete años atrás. Su candidatura no tuvo consenso dentro del partido y muchos recordaron con ironía que un número considerable de civilistas ni siquiera lo había apoyado en 1912 contra Billinghurst. Además, tanto los constitucionalistas como los liberales parecían favorecer a Leguía (Planas, 1994b, pp. 107-109).


    Esto no significó que la elección no fuese arduamente disputada. Ambos candidatos participaron en actividades fraudulentas que fueron excesivas, incluso teniendo en cuenta los bajos estándares establecidos durante los últimos veinticinco años. Esto puede explicarse por el hecho de que lo que se encontraba en peligro ya no era aquel viejo juego en el cual civilistas y demócratas peleaban por victorias electorales, sino la misma existencia del sistema. Los civilistas creían que el orden que ellos habían creado y conocido llegaría a desaparecer una vez que Leguía estuviese en el poder. Leguía, debido a su ambición y pasada historia con el Partido Civil, también realizó una campaña venenosa.


    
      
        Tabla 15. Resultados de las elecciones presidenciales de 1919


        
          
            
            
            
          

          
            
              	
                Candidato

              

              	
                Votos

              

              	
                Porcentaje

              
            

          

          
            
              	
                Augusto B. Leguía (Partido Democrático Reformista)

              

              	
                122 736

              

              	
                62%

              
            


            
              	
                Ántero Aspíllaga (Partido Civil)

              

              	
                64 936

              

              	
                33%

              
            


            
              	
                Carlos Bernales (Partido Demócrata)

              

              	
                6038

              

              	
                3%

              
            


            
              	
                Isaías de Piérola

              

              	
                3167

              

              	
                2%

              
            


            
              	
                Votos válidos

              

              	
                196 877

              

              	
                100%

              
            


            
              	
                Fuente: Adaptado de Tuesta (2001, p. 609).

              
            

          
        

      

    


    Los resultados de las elecciones, como se esperaba, fueron favorables a Leguía por un amplio margen. Sin embargo, este deseaba una victoria mayor que la que las ánforas podían ofrecerle. Por ello, denunció —sin prueba alguna— que Pardo buscaba ignorar los resultados electorales e impedir que asumiera la presidencia. De este modo, con el apoyo del Ejército toma el Palacio de Gobierno y disuelve el Congreso. Unas de las principales figuras que asiste a Leguía en esta misión era una vieja figura política: Andrés A. Cáceres. El viejo caudillo que reunió contra él a civilistas y demócratas dando origen a la República Aristocrática, fue el hombre que finalmente le dio a aquel moribundo sistema político el golpe de gracia.


    Las razones de Leguía todavía son materia de discusión. Es posible que familiarizado con las tácticas del Partido Civil tuviera un miedo legítimo al fraude. Pero lo más probable es que Leguía buscara entrar al poder con un mandato claro, el cual no obtuvo, pues carecía de mayoría absoluta tanto en el Congreso como en el Senado. Disolver ambas cámaras y llevar a cabo nuevas elecciones parlamentarias le darían a Leguía la posibilidad de gobernar de manera más efectiva.


    Por ende, como presidente provisorio, apresó a José Pardo y lo exilió. Convocó a elecciones para una Asamblea Nacional y a un plebiscito para que se aprobaran una serie de reformas constitucionales. Entre ellas se estipulaba que el Legislativo debía renovarse en su totalidad junto con la elección del Ejecutivo. Asimismo, la duración de este último sería de cinco años. Otra reforma establecía que la elección del presidente, senadores y diputados se llevaría a cabo por voto popular directo. Estas y otras modificaciones fueron aprobadas en el plebiscito y eventualmente serían plasmadas en la nueva Constitución. La entidad encargada de crear esta carta sería la misma Asamblea Nacional, en la cual Leguía obtuvo una amplia mayoría y, por tanto, fue proclamado Presidente Constitucional.


    2.2. La Constitución de 1920


    En 1920 se elabora una nueva Constitución que reemplazaría a la de 1860, la cual hasta ese entonces había sido la de más larga vigencia en la historia republicana. Esta nueva carta magna estuvo inspirada en la Constitución mexicana de 1917, ya que buscó la creación de algunos derechos sociales, al igual que una limitada descentralización. Antes de analizarla, es preciso señalar que esta fue «solo una expresión de pensamiento político, pues no guardaba realidad con la operación actual del régimen» (Werlich, 1978, p. 154).


    Sobre los cambios políticos inmediatos, los mandatos presidenciales fueron extendidos de cuatro a cinco años. A cambio de esta extensión, el presidente no podía buscar la reelección directa —aunque este detalle fue rápidamente modificado una vez que se acabaron los primeros cinco años de su mandato en 1924 y una segunda vez en 1929—. Respecto a la elección del Legislativo, esta sería concurrente con la del Ejecutivo, con lo cual quedaría descartada la renovación por tercios. Se esperaba que, de esta manera, el presidente pudiese obtener la mayoría que lo acompañaría durante los cinco años de su mandato.


    La Constitución también incluía una sección de «garantías individuales»; es decir, las principales libertades de todo régimen liberal, las cuales solo podían ser suspendidas en tiempos de crisis. Sin embargo, estas garantías rara vez fueron respetadas, especialmente durante los primeros años del Oncenio, periodo en el que Leguía debió enfrentarse a un gran número de protestas y huelgas. De este modo, actores políticos en desacuerdo con Leguía eran usualmente exiliados o censurados.


    Pero quizá la verdadera novedad de la nueva Constitución fue la sección concerniente a las llamadas garantías sociales. Se puede debatir qué entendimiento tenía Leguía sobre lo que era exactamente una garantía social, pero es indiscutible que pensaba que el Estado debía tener un mayor rol en los ámbitos económico y social. Las primeras secciones regulaban las relaciones de propiedad y le permitían al Estado, por razones de «interés nacional», restringir la adquisición y transferencia de ciertos tipos de propiedad. También le otorgaban al gobierno el poder de expropiar ciertas propiedades si esto era determinado como necesario (con compensación adecuada) (García Belaunde, 2006a, pp. 351-352).


    Para poder desarmar las crecientes tensiones relacionadas con los conflictos laborales, la Constitución le dio al Estado el poder de legislar sobre la seguridad laboral, el salario mínimo y otros aspectos en las relaciones industriales. Un aspecto final en este terreno, y para demostrar la intención de Leguía de que el Estado debería ser el responsable de armonizar las relaciones de clase en la sociedad, fue que la carta magna estableció que todas las disputas laborales deberían ser sometidas a un proceso de arbitraje, en el cual el Estado encontraría soluciones beneficiosas tanto para el empleado como para el empleador (2006, p. 352).


    En general, las garantías sociales estaban dirigidas a ciertos grupos sociales, especialmente a los más marginados, lo cual le daba a Leguía ciertas herramientas para conseguir el apoyo de este sector. Un ejemplo es la norma que establece que «en circunstancias extraordinarias de necesidad social se podrá dictar leyes o autorizar al Ejecutivo para que adopte providencias tendientes a abaratar los artículos de consumo para la subsistencia» (p. 353). Otros artículos que lidiaban con los ya viejos temas de educación e higiene también estaban presentes, aunque su alcance fue más amplio.


    2.2.1. La Constitución y el indígena


    Dentro de esta sección de garantías sociales se debe prestar especial atención al artículo 58, el cual dice:


    El Estado protegerá a la raza indígena y dictará leyes especiales para su desarrollo y cultura en armonía con sus necesidades.


    La nación reconoce la existencia legal de las comunidades de indígenas y la ley declarará los derechos que les correspondan.


    A través de la Constitución, por tanto, se establece que el indígena, aparentemente incapaz de velar por sí mismo, deberá ser «protegido» por el Estado. Como veremos más adelante, el Estado en efecto dio una considerable cantidad de leyes a favor de los indígenas, pocas de estas, sin embargo, llegaron a tener un verdadero impacto en la práctica. Asimismo, los derechos de las comunidades rara vez fueron respetados durante el gobierno de Leguía. Sin embargo, vale la pena resaltar que antes de estas leyes, los indígenas tenían que recurrir a las Leyes de Indias. Su promulgación, en suma, les otorgaría a las comunidades indígenas nuevas herramientas en las luchas legales.


    2.2.2. La Constitución y la descentralización


    El otro propósito de la Constitución era tratar de reconciliar la demanda de las provincias por una mayor autonomía y voz en el gobierno con una administración nacional efectiva. Con este espíritu, tres asambleas regionales fueron creadas para el norte, centro y sur del país12. Estas asambleas tendrían una sesión anual de treinta días y podrían dar leyes siempre y cuando estas fuesen aprobadas por el Ejecutivo.


    A pesar de que teóricamente había un proceso de descentralización, lo que ocurrió en la práctica fue lo opuesto, pues al estar sometidas al Ejecutivo, estas asambleas no tenían poder político efectivo y Leguía rápidamente aprendió a ignorarlas. En cuanto a la autonomía municipal, si bien estaba asegurada en la Constitución, tampoco fue respetada y sus autoridades siempre fueron designadas por el presidente.


    2.3. Relaciones con opositores políticos


    Si la realización de la Patria Nueva implicaba una renovación en todos los sectores de la vida nacional, suponía también, según la lógica de Leguía, acabar con los antiguos actores políticos. En este frente, el presidente no sufrió muchas dificultades, pues la mayoría de los partidos activos durante la República Aristocrática estaban en clara decadencia.


    Así, la principal víctima de las tácticas de Leguía fue el Partido Civil. Largamente debilitado por las peleas internas que lo atravesaban en sus últimos años, este seguía siendo el principal oponente del presidente. Con el liderazgo del ministro de Gobierno y Policía (y primo del presidente), Germán Leguía y Martínez, también conocido como «el tigre», se realizó una sistemática campaña de represión contra su antiguo partido. Líderes civilistas fueron exiliados durante los primeros años y aquellos que se quedaron en el Perú lo hicieron porque fueron lo suficientemente astutos para unirse a él o porque fueron comprados con favores políticos. El Partido Civil, el más antiguo de la República, nunca logró recuperarse de este ataque y dejó de existir de manera efectiva durante el Oncenio.


    En cuanto a los otros partidos, algunos de ellos incluso habían apoyado a Leguía en su lucha contra los civilistas, por lo que ni siquiera fue necesaria la represión. El Partido Demócrata prácticamente había desaparecido tras el derrocamiento a Billinghurst, y tanto el Partido Constitucional como el Liberal desaparecerían con la muerte de sus respectivos líderes, Cáceres y Durand, en 1923.


    La prensa también sufrió debido a las tácticas de Leguía. Antonio Miró Quesada, director de El Comercio, fue enviado al exilio, mientras que La Prensa, tras la muerte de su fundador, Durand, fue usado como órgano oficial del Gobierno (Planas, 1994b, p. 155).


    2.4. Relaciones con sectores claves


    2.4.1. Las Fuerzas Armadas


    Hemos podido apreciar que Leguía asumió la presidencia gracias al apoyo tácito de las Fuerzas Armadas, las cuales consideraban que el gobierno de Pardo había sido poco generoso con dicha institución. Pero el apoyo de las Fuerzas Armadas requería una sustentación en el largo plazo. Para esto, Leguía se aseguró de que los presupuestos militares fueran generosos durante el Oncenio. Pero era evidente que tendría que obtener el apoyo de ciertos militares y no solo de la institución: «El presidente logró preparar su propia base de apoyo empleando para ello, en forma por demás astuta, ascensos y nombramientos selectivos, muchos de los cuales se hacían incluso fuera de las fechas programadas» (Masterson, 2001, p. 47). Asimismo, ignoró groseros casos de corrupción de muchos militares que lo apoyaban, mientras que exilió a aquellos que se oponían al gobierno (incluso Benavides fue enviado al exilio en 1921) (2001, p. 47).


    En este sentido, la creación de la Escuela de Guardia Civil y Policía en 1922 tampoco debe ser obviada. Ciertamente estas acciones pretendían mantener un aparato estatal represivo que buscaba eliminar cualquier amenaza al poder del presidente, pero que también tenía como fin recordarle al Ejército que no era la única institución que odiaba ejercer la violencia, para disuadir, por el momento, cualquier intento golpista (pp. 49-50).


    Por último, cabe mencionar que el Ministerio de Guerra y Marina fue separado en 1920; en su reemplazo, la ley 4003 creó el Ministerio de Marina.


    2.4.2. La Iglesia católica


    En su constante intento por buscar el apoyo de los sectores tradicionales de la sociedad peruana, Leguía vio la necesidad de acercarse a la Iglesia católica, cuya influencia continuaba siendo importante. Una de las tácticas utilizadas por él consistía en detener la creciente secularización del Estado, una tendencia que la Iglesia consideraba como la ruina de la nación. Fue así que Leguía bloqueó la implementación del matrimonio civil, ya que, de acuerdo con la Iglesia, este era un ritual católico en el cual el Estado no debía intervenir. Las leyes de divorcio, más controversiales aun, tampoco fueron aprobadas durante el Oncenio.


    En consecuencia, la Iglesia católica veía positivamente estas concesiones, pero esperaba más del presidente. El rol de ella en cuanto a la educación y a la provisión de servicios sociales había ido disminuyendo gradualmente a medida que el Estado asumía las responsabilidades en estos ámbitos. Por tanto, si la Iglesia debía de apoyar efectivamente al régimen, era necesario que volviese a tener una mayor influencia en la formación y el cuidado de los peruanos. Por esta razón, los programas sociales establecidos por Leguía tendían a incorporar a dicha institución de varias maneras.


    Vale recordar que Leguía también llegó a usar tácticas más peculiares con la Iglesia católica. El intento de dedicar la República al Sagrado Corazón de Jesús en 1923 demostró cómo las estrategias políticas del presidente a veces bordeaban límites antes respetados. Leguía, con su experiencia política, debió haber considerado las consecuencias políticas de dicho acto, en el que, incluso, participó personalmente, sobre todo si se tiene en cuenta que el anticlericalismo era una tradición existente en algunos sectores urbanos de la sociedad peruana. Es más, muchos peruanos católicos consideraban el acto como excesivo —y abiertamente oportunista—, incluso para Leguía. Ciertamente, los estudiantes de San Marcos se manifestaron en contra de lo que entendían como una ceremonia inaceptable, con lo cual se puso fin a los planes del gobierno. El único resultado fue que el suceso le dio notoriedad nacional a Víctor Raúl Haya de la Torre, un joven líder de izquierda que había organizado y liderado las demostraciones estudiantiles.


    2.4.3. Los indígenas


    Leguía no solo buscaba anclar su Patria Nueva en el apoyo de las clases medias, también pretendía hacerlo, por lo menos de manera simbólica, con la población indígena. Para lograrlo tomó ventaja de la popularidad del pensamiento indigenista en el Perú en ese entonces. Pero la adhesión de Leguía a la corriente indigenista no partía de una honesta preocupación por las masas indígenas, sino más bien de su búsqueda por ganar réditos políticos.


    El pensamiento indigenista, que alcanzó su máxima expresión durante la primera mitad del siglo XX, tenía sus raíces en el siglo XIX. La Guerra del Pacífico hizo que muchos cuestionaran la visión del indígena como un ser inferior. Esto se debía en gran parte a que durante el conflicto armado los indígenas continuaron peleando incluso cuando la élite limeña ya había aceptado la derrota a manos chilenas. Asimismo, muchos intelectuales argumentaban que la guerra no se había perdido por la «inferioridad» del indígena, sino más bien por el maltrato que estos habían recibido por parte de los criollos. De este modo, la élite limeña empezó a mirar al indígena con otros ojos. Personajes como Pedro Zulen crearon la Asociación Pro-Indígena, la cual buscaba redimir al indio y resaltar el papel que este debía jugar en la construcción de la nación. Pero la visión que se tenía de él, más allá de la simpatía que se le tuviese, variaba de acuerdo con los diferentes tipos de intelectuales. Por ejemplo, Manuel González Prada, quien escribía sobre el maltrato al indígena mucho antes que otros, consideraba que el problema era de carácter económico y social. Otros intelectuales, sin embargo, seguían teniendo una visión un poco más paternalista y pensaban que la situación del indígena solo mejoraría a través de la expansión de la educación, la higiene y la religión. Solo luego de la Primera Guerra Mundial el socialismo le dio al indigenismo una nueva vitalidad. Fue entonces que José Carlos Mariátegui planteó la alianza obrero-campesina como eje definitorio del Partido Socialista en vez de la clase obrera únicamente. No obstante, estuvo lejos de lograrlo y más lejos aún de establecer lazos entre el indígena y la revolución socialista, aunque sembró ideas que impactarían en la historia peruana durante el resto del siglo.


    En consecuencia, Leguía se interesó en estas corrientes y buscó explotarlas para sus propios fines. Así, una de sus primeras acciones fue tomar medidas en contra de los explotadores de los indígenas: los gamonales. Pero para que el Estado pudiera desafiar la autonomía del terrateniente debía expandirse, pues dependía de este para poder llegar al interior del país. Por tanto, el Estado buscó convertirse en «el intermediario en las disputas de propiedad entre terratenientes y campesinos. Esto no solo le permite al gobierno proteger y controlar al campesino, sino también le da el mecanismo clave para integrar al campesino a la económica capitalista» (Klarén, 2004, p. 307). Sin embargo, el verdadero fin no fue atacar al gamonal para mejorar la situación del indígena y por ello terminó siendo un medio para un objetivo ajeno a este propósito.


    Con esta meta, Leguía creó una Oficina de Asuntos Indígenas dentro del Ministerio de Fomento, pero esta dependencia no podía actuar libremente y sus sugerencias rara vez pasaron del papel. Por su parte, el establecimiento del Día del Indio también resultó un acto político con poca sustancia. Finalmente, es preciso recordar que la Constitución de 1920 reconocía a las comunidades indígenas y promovía la legislación que favoreciera al indígena. Leguía aprobó leyes a favor de esta población, incluso más que cualquier gobierno anterior, pero estas normas nunca llegaron a aplicarse en la práctica; no obstante, le otorgan a los indígenas nuevos mecanismos legales para defenderse.


    Es posible que Leguía nunca haya considerado seriamente las consecuencias de su discurso indigenista, pero era evidente que iba a crear expectativas. Como resultado del supuesto interés en los asuntos de estas poblaciones, los campesinos se organizaron políticamente:


    La conciencia del campesino afloró mostrando su propia ideología: los Apus, los Auquis, el Tahuantinsuyo, el Inti, los Incas. En suma la cosmogonía andina fue el elemento subjetivo que impulsó los movimientos campesinos que desencadenaron «la tempestad de los Andes». Allí donde las fuerzas productivas tenían sus formas arcaicas y primitivas, esta ideología milenarista mostró su mayor fuerza y proyección (Kapsoli, 1977, p. 63).


    Por tanto, el mandatario vio este desarrollo con preocupación y luego con alarma, una vez que comenzó la radicalización de estas organizaciones. Eventualmente, el presidente dejaría de lado las políticas proindígenas y regresaría a las viejas tácticas usadas por gobiernos anteriores, principalmente a la represión.


    2.4.4. El movimiento estudiantil


    Originalmente, los estudiantes de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos habían apoyado la candidatura de Leguía en 1919, y durante los primeros meses de su gobierno, el llamado maestro de las juventudes buscó devolverles el favor (Planas, 1994b, p. 48). En 1920, se aprobó una ley de reforma universitaria que permitía el despido de profesores «incompetentes», así como también les otorgaba voz a los estudiantes en los asuntos de la universidad al permitirles elegir un miembro del consejo universitario.


    Empero, estas acciones, aunque hicieron posible que Leguía mantuviera el apoyo estudiantil temporalmente, acarrearon consecuencias inesperadas. La Federación de Estudiantes, liderada por Víctor Raúl Haya de la Torre (1895-1979), creyendo que Leguía mostraría más tolerancia a sus actividades que presidentes anteriores, decidió fundar las Universidades Populares González Prada —proyecto en el que también participó José Carlos Mariátegui—, que les permitirían a los obreros acceder a la educación que les era negada en otras circunstancias. En realidad, las universidades populares también difundían ideas radicales que Leguía consideraba peligrosas. Por ello, fueron rápidamente suprimidas (Pike, 1967, pp. 223-224).


    Pero no solo las universidades populares sufrieron la represión del régimen, pues la propia de San Marcos fue intervenida. Víctor Andrés Belaunde, duro crítico del presidente, fue exiliado tras exigir la libertad de varios presos políticos. La mayoría de los profesores sanmarquinos suspendieron sus actividades y la universidad estuvo cerrada hasta 1922, año en que reabre con Manuel Vicente Villarán como rector. Sin embargo, dicha institución volvió a sufrir la intervención del gobierno cuando la Federación de Estudiantes protestó contra la dedicatoria de la República al Sagrado Corazón de Jesús. El mismo Haya de la Torre y varios otros líderes estudiantiles fueron deportados tras este episodio.


    El último acto de Leguía en contra de la reforma universitaria fue la creación del Consejo Nacional de la Educación Universitaria. Manejado por el gobierno, el consejo tenía el poder de elegir a los rectores de las universidades públicas, nombrar a profesores e incluso controlar los presupuestos.


    2.4.5. El proletariado


    El movimiento obrero nacido como tal en la República Aristocrática creció considerablemente durante el Oncenio. La expansión del Estado y la creciente llegada del capital extranjero, principalmente estadounidense, logró indirectamente que las actividades industriales de la burguesía nativa «reciban un nuevo impulso» y que la clase obrera se expandiera (Sulmont, 1975, pp. 98-102). Este crecimiento cobró mayor relevancia y presentó nuevos desafíos, en concordancia con el contexto internacional: en 1917 los bolcheviques, liderados por Vladimir Lenin, tomaron el poder en Rusia, y en 1919 fundaron la Tercera Internacional (Internacional Comunista), cuyo objetivo era guiar las actividades políticas de los movimientos obreros a escala mundial, incluyendo al Perú.


    A comienzos del Oncenio, las relaciones entre Leguía y el sector obrero fueron relativamente armoniosas, en gran parte debido a las promesas del presidente sobre el Estado como nuevo árbitro de las relaciones laborales. Pero a medida que estos ofrecimientos no se concretaban y aumentaba la represión que el gobierno imponía al movimiento, las relaciones se fueron deteriorando gradualmente. Para 1927 quedaba claro que el régimen no intervendría decisivamente a favor de los obreros y las huelgas aumentaban. La respuesta del gobierno fue, entonces, una mayor represión. Ante esta coyuntura, el anarco- sindicalismo, debido a su falta de organización política, ya no pudo sostenerse. Nuevos partidos, como el comunista y el APRA —cuyos orígenes analizaremos luego— tomarían las riendas del movimiento obrero. Así, con el liderazgo de Mariátegui se formó, en 1929, la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP). Recién en 1931 los apristas crearían su propio sindicato con la Central Nacional de Trabajadores (CNT).


    
      
        Tabla 16. Importantes huelgas durante el Oncenio


        
          
            
            
          

          
            
              	
                1922

              

              	
                Obreros de las empresas eléctricas

              
            


            
              	
                1923

              

              	
                Federación de molineros contra la Casa Milne

              
            


            
              	
                1924

              

              	
                Fábrica de fósforos El Sol

              
            


            
              	
                1926

              

              	
                Centro Unión de Estibadores

              
            


            
              	
                1929

              

              	
                Comité Naviero y Centro de Estibadores

              
            


            
              	
                Fuente: Sulmont (1975).

              
            

          
        

      

    


    2.5. La expansión del Estado


    La expansión del Estado no debe entenderse solo en términos institucionales. Durante el gobierno de Leguía, el régimen gubernamental tuvo una mayor participación en la construcción de infraestructura. Como era de esperarse, Lima fue priorizada y se vio beneficiada por la modernización. Sin embargo, el Estado también realizó considerables inversiones en educación, salud e infraestructura en todo el país. Una de las principales consecuencias fue que el comercio y las comunicaciones mejoraron, lo cual significó que el gobierno llegó a áreas que antes estaban fuera de su esfera de influencia. La manera de realizar estos proyectos consistió en obtener un mayor número de préstamos extranjeros y, por otro lado, mediante la explotación de las masas indígenas.


    En cuanto al primer punto, el rol de los préstamos extranjeros a través de los cuales Leguía logró una mayor intervención estatal implicó un cambio radical de los mecanismos de intervención de la República Aristocrática. Como se vio en el capítulo anterior, los gobiernos de comienzos de siglo buscaron ser responsables económicamente, en el sentido de que los presupuestos debían ser balanceados. Como consecuencia de los limitados ingresos, esto implicaba que la intervención estatal en el desarrollo de infraestructura fuera limitada. En cambio, Leguía consideraba que el desarrollo de la infraestructura era más importante que la responsabilidad fiscal, pues el país se beneficiaría económicamente de este desarrollo en el largo plazo.


    Más allá del endeudamiento que implica cualquier préstamo, los bancos internacionales, principalmente estadounidenses, exigían, a cambio de sus servicios, condiciones que pocos países hubiesen aceptado en aquel entonces. Antes de otorgar los préstamos, muchas de las instituciones financieras querían conocer más sobre la política económica que Leguía planeaba seguir o quiénes controlarían los puestos claves en el gobierno, etcétera. También exigieron la creación de un banco central y, por ello, Leguía creó el Banco Central de Reserva. Por tanto, el número de préstamos, y como veremos más adelante, el creciente rol de la inversión extranjera, tuvieron profundas consecuencias políticas, pues la relación entre los Estados Unidos y Leguía no era equitativa. Todos estos desarrollos tuvieron un precio, evidenciado en un Perú menos soberano, incluso para los términos de la época (Klarén, 2004, p. 303).


    El segundo mecanismo que mencionamos fue el uso de la mano de obra indígena. En 1920 Leguía promulgó la Ley de Conscripción Vial, que estipulaba que todos los varones, ya sean nacionales o extranjeros, que tuvieran entre dieciocho y sesenta años, debían reportarse para la construcción y reparación de caminos de seis a doce días al año. Aquel que le pagara un abono en efectivo del valor de los días de trabajo correspondiente podía ser redimido. Esto evidentemente implicó que las masas indígenas, aquellas que no podían cumplir con el pago, fuesen las más afectadas. «De hecho, la conscripción vial solo afectó al indio» (Basadre, 2005, t. XIV, p. 161).


    A pesar de esta gran inversión por parte del Estado, la mayor parte de la población no mejoró su calidad de vida. Los críticos de Leguía insistían en que la mayoría de los proyectos estaban destinados a ayudar a los ricos. Por su parte, el presidente se defendía argumentado que estos proyectos, al ayudar a la clase pudiente, eventualmente ayudarían a todos, pues la prosperidad económica llegaría a todos los sectores.


    2.6. Aparición de los partidos antioligárquicos


    Durante el Oncenio surgieron nuevos partidos políticos que buscaban expresar los pensamientos y deseos de aquellas masas que eran consideradas como oprimidas o excluidas en la sociedad peruana. Estas corrientes, claramente a la izquierda del espectro político, llegaron a tener una amplia aceptación. Esto no solo se debió a que lidiaban específicamente con las injusticias que afectaban a las masas obreras e indígenas, sino a que también resultaron ser una importante válvula intelectual para las clases medias. Y aunque estas corrientes políticas tenían sus orígenes en el pensamiento marxista, diferían considerablemente del marxismo europeo e incluso llegaron a ser distintivamente peruanas. Sus principales exponentes fueron Víctor Raúl Haya de la Torre (1895-1979) y José Carlos Mariátegui (1894-1930), quienes se consideraban a sí mismos como marxistas, pero ambos adaptaron esta ideología a las realidades peruanas, lo cual generó el desprecio de comunistas ortodoxos de la Internacional Comunista. Los partidos fundados por estos dos personajes fueron prohibidos durante el Oncenio, pero más adelante llegarían a ser preponderantes en la historia política peruana.


    2.6.1. Trujillo, Haya de la Torre y los orígenes del APRA


    Comprender los orígenes del Partido Aprista requiere conocer la realidad de la región en la cual se originó, la provincia norteña de Trujillo, en el departamento de La Libertad. Desde el siglo XIX, dicha ciudad ya disfrutaba de gran importancia como centro azucarero y dicha actividad generó prosperidad tanto para las clases altas como medias de la región. Tal bonanza se vio interrumpida por la Guerra del Pacífico, la cual llevó a la ruina a muchos terratenientes menores, quienes se vieron forzados a vender sus tierras para sobrevivir. La región atravesó un proceso de concentración de tierras, proceso que fue reforzado por el creciente uso de maquinaria industrial para incrementar su explotación (Klarén, 1976, pp. 92-93).


    Asimismo, la concentración de la tierra en Trujillo no solo afectó a los terratenientes más antiguos, sino también a la población en general. Compañías como Gildemeister y Grace adquirieron el permiso del gobierno peruano para importar aquellos productos considerados necesarios para sus actividades económicas e incluso aquellos indispensables para sus empleados. Sin embargo, el volumen de las importaciones alcanzó tal nivel que llegó a acaparar el mercado regional, situación que afectó a los artesanos y comerciantes locales. Para muchos, los vicios oligárquicos e imperialistas que sufría la sociedad peruana encontraban su más fiel representación en Trujillo (1976, p. 98).


    Es en este contexto de decadencia económica en el cual se forman las primeras impresiones políticas de Haya de la Torre. Miembro de esta sufrida clase media trujillana, logró canalizar sus frustraciones como estudiante en la Universidad Nacional de Trujillo, donde formó parte de un club literario —llamado los bohemios— que inevitablemente se interesó por temas políticos, especialmente aquellos que afectaban la vida universitaria. Pero aunque había cierta simpatía hacia las clases oprimidas de la región, ni Haya de la Torre ni sus amigos tenían aún una clara comprensión o interés en el problema del proletariado.


    Esto ocurría porque su pensamiento político todavía se encontraba en una etapa temprana; aún debía ser expuesto a las tendencias indigenistas y marxistas que estaban cobrando una creciente relevancia durante esos años. Dicho acercamiento se produjo en 1917 cuando Haya de la Torre viajó al Cusco. En esta ciudad, se encontró con la realidad del mundo andino y sus habitantes, experiencia que le permitió comprender mejor esta situación. A su regreso a Lima retomó sus estudios en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, donde se familiariza con el pensamiento marxista y la política revolucionaria en una atmósfera altamente influenciada por la Revolución rusa, que había comenzado poco antes.


    Sus años en San Marcos son importantes no solo por la exposición a ideas que le dan una clara dirección ideológica a su pensamiento político, sino también porque en dicha casa de estudios empezó a adquirir notoriedad y experiencia política. Al tanto de la ola de movimientos estudiantiles que estaban emergiendo en América Latina, especialmente en Argentina, Haya de la Torre buscó exitosamente radicalizar la Federación de Estudiantes del Perú (FEP), la cual, en teoría, tenía el limitado objetivo de buscar la reforma universitaria. Era inevitable que la FEP, por su propia naturaleza, trascendiera la política universitaria y se involucrara en asuntos de envergadura nacional. Dirigida por Haya de la Torre, la FEP empezó a organizar las Universidades Populares González Prada, que, como ya se ha señalado, proveían educación gratuita a obreros, al mismo tiempo que los radicalizaba.


    Posteriormente, este vínculo entre estudiantes y obreros cobró una gran importancia a medida que presionaba a la decadente República Aristocrática a través de sus demostraciones y huelgas. A su vez, dichas manifestaciones incrementaron la reputación de Haya de la Torre como un gran líder estudiantil y un potencial referente político. Pero encontró que era difícil conseguir relevancia nacional mediante el limitado mundo de la FEP. Sin embargo, la coyuntura política, y especialmente los intentos de Leguía de ganarse el apoyo de los sectores tradicionales de la sociedad peruana, le permitieron a Haya de la Torre realizar una protesta política lo suficientemente relevante para hacerlo conocido más allá de círculos estudiantiles y obreros. Por eso, cuando en 1923 Leguía buscó acercar su gobierno a la Iglesia católica a través de aquella ceremonia en la que se quería dedicar la República al Sagrado Corazón de Jesús, Haya de la Torre fue uno de los primeros oponentes. La relación de él con Leguía había sido compleja, pues anteriormente le había brindado su apoyo con la esperanza de que el mandatario apoyara la reforma universitaria. Al ver que esto no se concretaría y rechazando la consagración del Perú al Sagrado Corazón de Jesús, vista como acto de legitimación política de Leguía, el futuro líder aprista empezó a movilizar a los estudiantes y obreros en contra del gobierno.


    
      
        Ilustración 4. Víctor Raúl Haya de la Torre (1895-1979)

        Fundador del APRA


        [image: ]


        Nota: Haya de la Torre en apoteósica entrada a la Plaza de Armas de Trujillo. Fuente: Caretas, 14 de marzo de 1961, 216, p. 12.

      

    


    En tal contexto, Leguía estuvo al tanto de lo peligrosas que podrían ser dichas demostraciones —pues él mismo las había llevado a cabo en 1919— y decidió reprimirlas y arrestar a Haya de la Torre. Empero, su arresto tuvo el efecto contrario, pues incrementó la popularidad del joven dirigente y ese mismo año es elegido presidente de la FEP. Frente a estos eventos, el presidente decidió extenderle la misma cortesía que usualmente les daba a sus enemigos políticos, y es así que Haya de la Torre comenzó su largo exilio. Ese fue el precio que tuvo que pagar a cambio de su notoriedad política.


    No obstante, sus años de exilio fueron útiles pues terminaron de formar su pensamiento político. México, su primera parada, fue quizá la más importante, pues le permitió absorber las experiencias de su reciente Revolución. También desarrolló una cercana relación con el indigenista José Vasconcelos, cuya ideología tuvo un gran impacto en Haya de la Torre. En esta atmósfera, en 1924, anunció la creación de un partido panamericano cuyo propósito sería liberar a América Latina de las oligarquías y el imperialismo. Meses después, resumiría el espíritu de este nuevo partido en los siguientes cinco puntos:


    a) Acción contra el imperialismo yanqui;


    b) por la unidad política de América Latina;


    c) por la nacionalización de tierras e industrias;


    d) por la internacionalización del Canal de Panamá; y


    e) por la solidaridad con todos los pueblos y clases oprimidas del mundo.


    Las ideas mencionadas fueron consideradas muy atractivas. El llamado al sentimiento antinorteamericano, de considerable magnitud en aquel periodo, y la naturaleza general de los cinco puntos eran lo suficientemente amplios como para atraer a seguidores de una izquierda dividida e incluso a personas que anteriormente no se hubieran considerado de esta tendencia política (Werlich, 1978, p. 182).


    Por otro lado, el denominado programa máximo del APRA también le otorgó al partido y movimiento una doctrina propia que lo diferenciaba de los partidos comunistas de entonces; dicho deslinde fue importante para que el Partido Aprista Peruano se alejara de la línea oficial moscovita. Por ejemplo, en 1925, Haya de la Torre recibió una invitación para viajar a Rusia, donde se reunió con varios líderes de la Revolución, incluido León Trotsky. Pero, a pesar de las insistencias rusas de que el partido se afilie con la Tercera Internacional, Haya de la Torre se negó a dar una respuesta clara. Quería evitar, entonces, que su partido fuese absorbido por los comunistas, y más bien anhelaba adherir a los comunistas al APRA. Como veremos más adelante, a diferencia de Mariátegui, Haya de la Torre nunca tuvo reparos en romper con los soviéticos debido a la heterodoxia aprista.


    2.6.2. El antiimperialismo y el APRA


    Las diferencias entre Haya de la Torre y los soviéticos surgieron, en gran parte, debido a las divergencias entre el pensamiento aprista y el marxismo. Estas discrepancias se hicieron más evidentes en su obra más importante, El antiimperialismo y el APRA (1936). En ella, establece que el suyo era un partido esencialmente marxista, en el sentido que aceptaba los principios del materialismo dialéctico, es decir, el choque de las fuerzas económicas, la división de la sociedad en clases y la última llegada de una sociedad sin la existencia de estas. Pero aunque Haya de la Torre aceptaba estos principios básicos, tendía a considerar que otros aspectos de la obra de Marx no eran aplicables a la realidad peruana, y en general, a la latinoamericana, pues este se había basado en el estudio histórico de la sociedad europea, mientras que las sociedades americanas habían atravesado procesos diferentes.


    En su intento de enfatizar la singularidad del Nuevo Mundo, este autor difirió del pensamiento no solo marxista sino de otros pensadores como Lenin. Por ejemplo, este último argumentaba que el imperialismo era la última etapa del capitalismo, pues las potencias europeas buscaban desesperadamente materia prima y nuevos mercados en el resto del mundo. Pero, de acuerdo con Haya de la Torre, este fenómeno debía ser visto desde los ojos de aquellos países que sufrían el imperialismo, pues para ellos esta doctrina sembraba las semillas del comercio y de la industria. Por tanto, para el resto del mundo, y particularmente para América Latina, el imperialismo era la primera y no la última etapa del capitalismo (Manrique, 2009, p. 32).


    Las diferencias entre el Nuevo y el Viejo Mundo eran incluso más profundas. Haya de la Torre señalaba correctamente que en Europa la burguesía había destruido al feudalismo en los siglos anteriores y que en sus ruinas había implantado el capitalismo como nuevo sistema económico indiscutido. Esto nunca había ocurrido en América Latina, pues la burguesía era débil y coexistía con la oligarquía cuasiaristocrática, tal como lo hacían el capitalismo y el feudalismo. De este modo, si en la dialéctica marxista un sistema reemplazaba al otro, aparentemente en América Latina ambos podían coexistir.


    Asimismo, a diferencia de Europa, el proletariado no podía ser el principal agente revolucionario en América Latina, pues el continente, al no haber atravesado por un proceso de industrialización, no contaba con esta clase económica, por lo menos en cantidad suficiente como para llevar a cabo la revolución. Para Haya de la Torre, la responsabilidad de revolucionar la sociedad caería en los hombros de la clase media, pues esta era particularmente dinámica, ya que todavía estaba luchando contra el feudalismo. Esta clase guiaría al proletariado no solo en la lucha contra el capital extranjero, sino también contra intereses imperialistas (2009, pp. 31-32).


    Una vez llevada a cabo esta alianza entre la clase media y el proletariado, en la que, recordemos, aquella es el actor principal, se podría realizar el proceso revolucionario. La misma naturaleza de este proceso terminó siendo algo ambigua en la obra de Haya de la Torre, pues dejó entender que el APRA podría capturar el poder tanto por medios violentos como por democráticos, de acuerdo con las circunstancias. Una vez en el poder, la tierra le sería expropiada a los terratenientes y entregada a aquellos que la cultivaban, los intereses extranjeros serían expulsados y la industria nacionalizada. De igual forma, esta industria sería manejada por cooperativas que operarían junto a empresas privadas dirigidas por la nueva burguesía independiente. En este contexto, el capitalismo podría florecer, y una vez que este hubiera avanzado lo suficiente, el proletariado podría liderar a la sociedad hacia el comunismo.


    El papel de la clase media y la forma en que se definía el imperialismo en el pensamiento aprista hicieron que la propia doctrina del partido fuera foránea al marxismo inflexible de los soviéticos, a pesar de que los últimos a través de las obras de Lenin también habían adaptado el marxismo a las condiciones propias de la realidad rusa en su momento.


    2.6.3. Mariátegui y el socialismo peruano


    La otra gran figura del pensamiento antioligárquico peruano fue el socialista José Carlos Mariátegui. A diferencia de Haya de la Torre, Mariátegui provenía de una familia bastante más humilde. Nacido en Moquegua, su padre abandonó a su familia y su madre se trasladó a Lima para poder subsistir. Hombre modesto y humilde, Mariátegui siempre tuvo problemas de salud, que se originaron cuando de niño tuvo un accidente y se lastimó una pierna. Estos problemas lo condujeron a una vida intelectual.


    A pesar de no haber completado sus estudios secundarios, Mariátegui comenzó a trabajar en el diario La Prensa como asistente en 1909. Aunque sus primeras tareas fueron limitadas, eventualmente se convirtió en articulista de dicho periódico, luego del diario El Tiempo, así como de varias revistas. Pese a no haber tenido estudios universitarios, el autodidactismo de Mariátegui era impresionante, pues sus artículos mostraban un nivel mucho más alto que los escritos por muchos intelectuales sanmarquinos.


    Aunque todavía no había sido influenciado en gran medida por el marxismo, Mariátegui por esos años ya tenía una visión crítica de la sociedad limeña y de la peruana en general, la cual era constantemente expuesta en el diario La Razón, que fundó en 1919. Durante la República Aristocrática sus críticas fueron toleradas, pero sus ataques al gobierno de Leguía fueron acallados con el exilio, encubierto en la figura de una «beca de estudios». Su paso por Europa lo acercaría a las principales corrientes de izquierda de la época, principalmente en Italia, donde pasó un considerable tiempo. En ese entonces la República italiana pasaba por momentos de convulsión, pues el Partido Comunista Italiano acababa de ser creado. En el ámbito personal, Mariátegui conoció a su esposa, Anna Chiappe.


    
      
        Ilustración 5. José Carlos Mariátegui (1894-1930)

        Fundador del Partido Socialista Peruano


        [image: ]


        Nota: En noviembre de 1929, con su esposa Anna Chiappe, en su casa. Fuente: Caretas, 25 de junio de 1990, 1114, p. 42.

      

    


    En 1923, Mariátegui regresó de su exilio, dos meses antes de que Haya de la Torre empezara el suyo. Durante este corto periodo hubo intentos de colaboración entre ambos personajes, pero sus diferencias políticas y personales hicieron que el acercamiento fuera tenso y corto. El líder aprista estaba orgulloso de su educación universitaria, pero se veía a sí mismo como político antes que como intelectual. Su carisma y sus dones de oratoria reforzaban esta idea. Era un hombre que daba prioridad a las acciones frente a las ideas. Mariátegui era lo opuesto: se sentía incómodo con los sanmarquinos y su propia experiencia autodidacta lo separaba de ellos. A diferencia de Haya de la Torre, Mariátegui era una persona sin aspiraciones políticas, era un hombre callado que tendía más a la reflexión.


    Cuando Haya de la Torre fue exiliado ese mismo año, Mariátegui se convirtió en la indiscutida figura de la izquierda peruana. El marxismo suplantó al anarquismo que anteriormente había predominado en el movimiento obrero. En contraposición a lo que ocurrió con Haya de la Torre, Mariátegui no fue exiliado de nuevo por Leguía. La razón era simple: el primero, con su énfasis en la acción política, representaba una amenaza inmediata para el régimen de Leguía. El segundo, debido a su visión política de largo plazo, criticó al capitalismo como sistema, pero no a Leguía como gobierno, aunque siempre tuvo fricciones con el régimen. Por ello, en 1927 sería arrestado por conspirar con otros comunistas; sin embargo, fue tratado con considerable flexibilidad.


    A pesar de sus constantes problemas de salud —en 1924 perdió una pierna—, Mariátegui continuó llevando a cabo una vigorosa actividad intelectual. En 1926 fundó la mítica revista Amauta, la cual llegó a tener un claro tono indigenista, pensamiento que cada vez más permeaba su discurso.


    En 1928 rompió abiertamente con el APRA cuando ridiculizó el concepto de una clase media revolucionaria. Para Mariátegui el Partido Aprista se había convertido esencialmente en un partido pequeño burgués, algo incompatible con el marxismo y, por ello, prohibió que se publiquen en Amauta artículos escritos por apristas, calificando a Haya de la Torre de «vedette prosopopéyica» (Mariátegui, 1930, p. 97). Asimismo, consideró que este estaba más interesado en obtener el poder que en desarrollar los principios socialistas que alguna vez los unieron. A su vez, el líder aprista respondió acusándolo de ser un «títere leguiista».


    De este modo, dicha disputa impidió que se unifiquen las dos fuerzas que cuestionaban el orden oligárquico. Mariátegui fundó el Partido Socialista Peruano y buscó formar parte de la Tercera Internacional Socialista. Esta, sin embargo, no era tolerante con lo que denominaba desviaciones nacionalistas y le pidió a Mariátegui que abandonara la idea de la alianza obrero-campesina, que se subyugara totalmente a Moscú y que el partido adquiriera el nombre de comunista. Este, con mucho pesar, se negó a realizar estos cambios. A diferencia de Haya de la Torre, se consideraba a sí mismo como un comunista y deseaba formar parte del comunismo internacional, pero buscaba lo imposible: mantener su heterodoxia marxista y, al mismo tiempo, obtener la aprobación de los ortodoxos de Moscú. Posteriormente, esta contradicción se volvió imposible de controlar tras su muerte en 1930. En tal contexto, Eudocio Ravines tomó el control del partido y aceptó las directivas de Moscú (Flores Galindo, 1982, pp. 34-36).


    2.6.4. 7 ensayos de interpretación de la realidad peruana


    La principal obra de Mariátegui, 7 ensayos de interpretación de la realidad peruana (1928), refleja de manera más clara su análisis sobre la sociedad peruana y los problemas que esta debía enfrentar. En dicho libro, el autor estudia los problemas del indio, la tierra, la educación, el regionalismo, el centralismo, la religión y la literatura. Por ello, fue considerado como uno de los marxistas más creativos de América Latina. Este aspecto aportó a la creación de una figura casi mitológica para la posteridad, pero en su momento no fue bien visto por quienes lo consideraban peligroso para la pureza ideológica del marxismo.


    Para Mariátegui, el marxismo era un método dialéctico y no una doctrina de consecuencias rígidas para todo tiempo y lugar, como muchos lo veían entonces. De este modo, su opción por la alianza obrero-campesina partía de las características de la realidad peruana.


    El Perú, decía Mariátegui, no podía pasar por los procesos europeos de revoluciones burguesas y revoluciones proletarias. Para él, el pequeño contingente de obreros existentes en el país, guiados por reducidos sectores radicales de la clase media —la influencia leninista es clara en este punto— sería suficiente para despertar el espíritu revolucionario del indio, quien, según su pensamiento, sería el verdadero agente revolucionario en la sociedad peruana. Una vez que el indígena llevara a cabo la revolución, el socialismo peruano combinaría la tecnología moderna con prácticas ancestrales. Sin embargo, durante el Oncenio, Mariátegui consideró que estos acontecimientos estaban aún lejanos:


    La solución del problema del indio tiene que ser una solución social. Sus realizadores deben ser los propios indios. Este concepto conduce a ver en la reunión de los congresos indígenas un hecho histórico. Los congresos indígenas, desvirtuados en los últimos años por el burocratismo, no representaban todavía un programa; pero sus primeras reuniones señalaron una ruta comunicando a los indios en las diversas regiones. A los indios les falta vinculación nacional. Sus protestas han sido siempre regionales. Esto ha contribuido, en gran parte, a su abatimiento. Un pueblo de cuatro millones de hombres, consciente de su número, no desespera nunca de su porvenir. Los mismos cuatro millones de hombres, mientras no sean sino una masa inorgánica, una muchedumbre dispersa, son incapaces de decidir su rumbo histórico (2005).


    2.6.5. Fin del periodo


    El debilitamiento de Leguía se debió a factores externos sobre los cuales la política estatal tenía poco impacto: por ejemplo, la Gran Depresión en 1929. Cabe preguntarse por qué un país mayoritariamente precapitalista fue tan impactado por la crisis. La relación se dio por el endeudamiento del gobierno hasta límites tales que el Estado dejó de pagar sueldos cuando cayeron los préstamos. Es válido, por tanto, cuestionar las políticas económicas de Leguía que hicieron del Perú un país altamente dependiente del mercado estadounidense. Otros argumentarán que la diversificación económica que surgió durante el Oncenio hizo que el impacto de la Gran Depresión fuese menos dañino de lo que pudo haber sido en otras circunstancias. Pero más allá de estas interpretaciones, la posición política de Leguía se volvió insostenible a medida que la economía colapsaba inevitablemente.


    El deterioro económico también expuso las debilidades que el presidente había logrado minimizar durante su estancia en el poder. El control que tenía sobre ciertos sectores de las Fuerzas Armadas, relativamente amplio durante los primeros años del Oncenio, empezó a disminuir. Esto se debía, en parte, a que la política exterior del gobierno había sido seriamente criticada por ciertos miembros influyentes del Ejército, sobre todo aquella concerniente a las relaciones con Colombia y Chile. La actitud cautelosa de Leguía respecto a los problemas limítrofes con estos países llevó a que la lealtad del Ejército hacia el régimen empezara a debilitarse. En otro clima económico, tales acusaciones no hubiesen sido tan críticas, pero a medida que la depresión lo obligó a cortar el presupuesto de las Fuerzas Armadas, estas cobraron cierta importancia, más allá de si eran o no válidas (Klarén, 2004, p. 330). En suma, gobernar en el Perú del siglo XX sin la bendición del Ejército no era la norma y Leguía no fue la excepción.
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